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Se presenta una amplia discusión en determinar si el debido proceso y el 
derecho a la defensa se constituyen en un requisito para la validez del contrato 
de trabajo cuando es invocada una justa causa de terminación por parte del 
empleador. 
 
La posición de la H. Corte Suprema de Justicia, ha sido tradicionalista y esta 
fundamentada en el cumplimiento del artículo 62 del Código Sustantivo del 
Trabajo, en cuanto en sí mismo establece las causales de terminación y su 
parágrafo establece que al invocar la causal y los hechos generadores de la 
causa se da cumplimiento a los requisitos de validez para la terminación 
contractual con justa causa.  
 
La posición de la H. Corte Constitucional, en sentencias de tutela, ha afirmado 
la necesidad de dar cumplimiento a la garantía del derecho a la defensa y por 
ende de escuchar al trabajador, para dar validez a la terminación contractual 
con justa causa. Esta línea jurisprudencial no cuenta con una postura única.  
 
El presente escrito, trae tres escenarios posibles frente a los presupuestos de 
validez de la terminación del contrato de trabajo con justa causa. La primera 
de ellas indica que, si las partes establecen un procedimiento, agotar el mismo 
constituye un requisito de validez para la terminación. El segundo supuesto 
apunta a que el trabajador debe ser escuchado en forma previa a la 
terminación dentro de los límites de la garantía a la defensa como presupuesto 
de validez en tratándose de la terminación contractual vista como una sanción. 
Y finalmente el tercer escenario, que establece que las justas causas que 
constituyen un incumplimiento al contrato de trabajo requieren al momento de 
la terminación invocar alguna de las justas causas de terminación del artículo 
62 del Código Sustantivo del Trabajo, los hechos en que se fundamenta, la 








An extensive discussion is presented to determine whether due process and 
the right to defense become a requirement for the validity of the employment 
contract when a just cause for termination by the employer is invoked. 
 
The position of the H. Supreme Court of Justice has been traditionalist and is 
based on compliance with article 62 of the Labor Code, as it itself establishes 
the grounds for termination and its paragraph establishes that by invoking the 
grounds and the facts that generate the cause comply with the validity 
requirements for contractual termination with just cause. 
 
The position of the H. Constitutional Court, in judgments of guardianship, has 
affirmed the need to comply with the guarantee of the right to defense and 
therefore to listen to the worker, to validate the contractual termination with just 
cause. This jurisprudential line does not have a unique position. 
 
The present document brings three possible scenarios against the validity 
budgets of the termination of the employment contract with just cause. The first 
of these indicates that, if the parties establish a procedure, exhausting it 
constitutes a validity requirement for termination. The second case suggests 
that the worker must be heard prior to termination within the limits of the 
defense guarantee as a validity budget in the case of the contractual 
termination seen as a sanction. And finally the third scenario, which states that 
the just causes that constitute a breach of the employment contract require at 
the time of termination to invoke any of the just causes of termination of article 
62 of the Labor Code, the facts on which it is based, the immediacy in making 







En Colombia, con la expedición de la Carta del año de 1991, el ordenamiento 
constitucional pasó de ser una norma de organización y contenido general, a 
una que incorpora un amplio catálogo de derechos fundamentales, principios, 
garantías y mecanismos de protección de los derechos. 
 
 
La constitución, al establecer en su artículo primero a Colombia como un 
Estado social de derecho y en su artículo segundo que uno de los fines 
esenciales del Estado es el de “garantizar la efectividad de los principios, 
derechos y deberes consagrados en la Constitución”, permitió que los jueces 
ordinarios y de tutela, por medio de sus sentencias ordenen acciones o 
abstenciones que tengan la finalidad de proteger de forma eficaz y efectiva de 
los derechos base y pilares consagrados en la constitución. 
 
 
El artículo 29 de la Constitución habla de uno de los derechos universales de 
las personas, establece con lujo de propiedad el conocido derecho al debido 
proceso; consagra la aplicación de este fundamental derecho en toda clase de 
actuaciones judiciales y administrativas. Este artículo contiene adicionalmente 
varias garantías, algunas de ellas a manera enunciativa son: el juez natural, la 
observancia de la plenitud de las formas, la presunción de inocencia, el 
derecho a la defensa, la publicidad del proceso, la presentación de pruebas y 
controvertir aquellas presentadas en contra, la impugnación de la decisión y al 
no ser juzgado dos veces por el mismo hecho.  
 
 
Este derecho, es sin lugar a duda, es uno de los cuales ha desarrollado 
plenamente su fin a nivel judicial y legislativo, pues todos las normas y códigos 
que establecen procedimientos lo incorporan como un principio rector de la 
actuación. De igual forma, ha sido desarrollado por la jurisprudencia de la 
Honorable Corte Suprema de Justicia y del Honorable Consejo de Estado, 
pero su mayor desarrollo sin duda alguna y su ámbito de aplicación se ha dado 
en la jurisprudencia de la Honorable Corte Constitucional tanto en sentencias 
de constitucionalidad como en sentencias de tutela, dejando por fijado no sólo 
una ruta de actuación sino varios caminos en su haber, de ahí la importancia 
y el porqué de estudiar este derecho fundamental a la luz de la terminación del 
contrato de trabajo con justa causa como se pretende plantear en este trabajo. 
 
 
Por otro lado, nuestro poder legislativo se encuentra en mora toda vez que el 
artículo 53 de la Constitución Nacional estableció que el Congreso deberá 
expedir el estatuto del trabajo. Esta, como se menciona, ha sido una tarea 
pendiente por cumplir, de tal forma que a hoy dieciocho años después de su 
expedición, la legislación laboral completa incluyendo el tema objeto del 
 
 
presente trabajo se encuentra en el Código Sustantivo de Trabajo (Decretos 
2663 y 3743 de 1950), emitidos bajo las facultades de Estado de sitio y 
convertido en legislación permanente mediante la Ley 141 de 1961, 
codificación que dista en buena parte ya por su antigüedad y acelerada 
expedición de las nuevas formas jurídicas y garantías contemporáneas.  
 
 
El Código Sustantivo del Trabajo contiene normas que regulan la terminación 
del contrato de trabajo en el Capítulo VI del Título Primero de la primera parte, 
en su parte general (Artículo 61 del Código Sustantivo del Trabajo) y en su 
parte particular, la terminación del contrato de trabajo por justa causa (Artículo 
62 del Código Sustantivo del Trabajo), norma esta última modificada en virtud 
del artículo 7 del Decreto Legislativo 2351 de 1965, decreto emitido por el 
ejecutivo en virtud de las facultades extraordinarias otorgadas por el Congreso 
de la República como fue anotado. 
 
 
El artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, enunciativo de las justas 
causas de terminación tanto para empleador como para trabajador, establece 
los requisitos de validez previos a la terminación del contrato de trabajo; en el 
caso del empleador, si decide dar por terminado el contrato de trabajo puede 
ampararse en la justa causa prevista en el literal a) o en legislaciones que 




Por su parte la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional, en algunos casos 
ha ordenado el cumplimiento de las garantías contenidas en artículo 29 de la 
Constitución Nacional como son:  
 
 
(i) la comunicación de la apertura del procedimiento,  
(ii) la formulación de la justa causa,  
(iii) el traslado de las pruebas en contra del trabajador,  
(iv) un término para realizar descargos y aportar las pruebas que 
considere en su defensa,  
(v) la imposición de una sanción proporcional y  
(vi) la posibilidad de controvertir la decisión. 
 
 
Por el contrario, en otros pronunciamientos en acciones de tutela, restringe la 






La Sala Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia, en jurisprudencia uniforme 
y reiterada considera que la garantía al derecho de defensa, se satisface con 
el cumplimiento del parágrafo del artículo 62 del Código Sustantivo del 
Trabajo, el cual establece que al momento de la terminación del contrato de 
trabajo se debe indicar al trabajador la causa o motivo de la decisión adoptada, 
la comunicación de los hechos en que se sustenta, y debe existir inmediatez 




Frente la pregunta planteada en la propuesta de investigación para la 
elaboración del presente trabajo la cual es: ¿Cómo se garantiza a los 
trabajadores en el ordenamiento laboral colombiano el debido proceso, cuando 
su contrato de trabajo es terminado con justa causa?, se presenta una aporía 
en las sentencias emitidas por parte de la H. Corte Suprema de Justicia y la H. 
Corte Constitucional al resolver el problema jurídico. El problema consistente 
en establecer si en la aplicación del derecho fundamental al debido proceso 
en torno a la aplicación de una las justas causas contenidas en el literal a) del 
artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo o de normas que contengan 
nuevas justas causas es un presupuesto de validez para la terminación 
contractual.   
 
 
Para enunciar la solución que se debate y resolver el problema planteado, en 
un primer capítulo se tratará la institucionalización del principio derecho al 
debido proceso en la Constitución Nacional y una breve inspección académica 
en el ámbito internacional. Para ello, es importante establecer la definición de 
los titulares de este derecho, la exposición del contenido y el alcance de 
derecho de rango superior como lo es el debido proceso. Desde la 
jurisprudencia de la H. Corte Constitucional, tanto en sede de 
constitucionalidad y en sede de revisión, se analizará la línea jurisprudencial 
sobre el contenido y el desarrollo de las garantías previstas en derecho al 
debido proceso, su aplicación en las actuaciones judiciales y administrativas 
y, excepcionalmente en las actuaciones de los particulares. 
 
 
En un segundo capítulo, se desarrollará la institución del contrato de trabajo, 
sus elementos esenciales, y en especial el análisis de la subordinación. De 
igual manera, el principio constitucional de la estabilidad laboral y sus 
alcances. Así mismo, desde la desde la norma, la jurisprudencia y la doctrina, 
se estudiarán los modos de terminación del contrato de trabajo; en especial, 
al previsto en el artículo 61 literal h) del Código Sustantivo del Trabajo) “Por 
decisión unilateral en los casos de los artículos 7° del Decreto – Ley 2351 de 





En este mismo capítulo, se establecerá cual es la naturaleza jurídica de la 
terminación del contrato por justa causa; de igual forma cuáles de las causales 




En el tercer capítulo, y con base en lo expuesto en los anteriores, se dará 
solución al problema planteado para dar así desarrollo al presente trabajo. Se 
expondrán las hipótesis de solución, indicando su fundamento en las normas 
constitucionales, las legales y la debida interpretación jurisprudencial. Se 
analizará en qué circunstancias se empleará para la validez de la terminación 
del contrato por parte del empleador con justa causa la aplicación de las 
garantías contenidas en el derecho al debido proceso, en que justas causas 
se deberá aplicar la garantía a la defensa y, cuando, en razón a la naturaleza 
de la causal de justa causa de terminación sólo los requisitos de contenidos 
en el artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo constituirán presupuesto 




1. DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO EN GENERAL, A LA 
GARANTÍA DE DEFENSA EN PARTICULAR 
 
En el presente capítulo, se realizará el análisis del derecho fundamental al 
debido proceso. Para ello es importante establecer el concepto y alcance 
general de lo que significa el derecho al debido proceso. El tratadista mexicano 
Humberto Briseño Sierra lo define como: “el conjunto de condiciones y 
requisitos de carácter jurídico y procesal que son necesarios para poder 
afectar legalmente los derechos de los gobernados”1. 
 
 
Este derecho al igual que otros, tiene su génesis en la opresión y es dado 
como respuesta de lucha de los pueblos frente a los gobiernos absolutistas y 
autócratas, estableciéndose de esta forma con su implementación, los límites 
claros que deben existir al poder de decisión y obliga a la autoridad a respetar 
una serie de garantías y procedimientos forzosos con el fin de afectar o 
reconocer los derechos de los gobernados.  
 
 
El debido proceso y la garantía en él inmersa, se instituye como un límite a la 
arbitrariedad de los agentes del Estado o de los particulares que adelantan 
procesos jurisdiccionales o administrativos y como se verá en uno de los 
apartados de este capítulo, excepcionalmente se extiende a los 
procedimientos aplicables a los particulares. 
 
 
Para hacer un poco de análisis histórico, se ha considerado, que la Carta 
Magna del año 1215, fue el primer documento que incorpora en su texto el 
derecho a un proceso debido (due process of law). El numeral XXXIX, 
consagra esta garantía en virtud de la cual ningún hombre libre, podría ser 
encarcelado o privado de sus derechos o usarse la fuerza en su contra “sino 
en virtud de sentencia judicial de sus pares o con arreglo a la ley del reino”, de 
esta forma garantías como la del juez natural, la legalidad y la presunción de 
inocencia, se hacen exigibles y demandables en favor de los ciudadanos.2 
 
 
En forma posterior, el Parlamento Ingles al refrendar la Petición de Derechos 
(Petition of Right) del 7 de junio de 1628, incluyó la garantía en virtud de la cual 
un ciudadano no podrá ser encarcelado o detenido sin pruebas. 
 
                                                     
1 BRISEÑO SIERRA, Humberto. Debido Proceso legal. Diccionario jurídico mexicano. México 
DF. UNAM. Instituto de Investigaciones Jurídicas. Tomo III. 1983. III. p. 19-21. 





En Francia, como consecuencia de la Revolución (dejar hacer, dejar pasar), la 
Asamblea Nacional en 1789, emitió la Declaración de los Derechos del 
Hombre y del Ciudadano, la cual fue incorporada en la Constitución francesa 
de 1791. En este ordenamiento se establece en los artículos 5, 6, 7 y 8 las 
garantías tales como la necesidad de juzgamiento sólo por actos prohibitivos 
previstos en la ley, la igualdad ante la ley tanto para proteger o sancionar, la 
prohibición de ser acusado, arrestado o detenido sino por actos previstos 
tipificados en la ley y la prohibición de la aplicación retroactiva de las normas 
sancionatorias. Es importante resaltar que esta importante declaración calificó 
los derechos en ella contenidos como naturales, inalienables y sagrados, tres 
conceptos que elevan su categoría jurídica. 
 
 
En nuestro continente, la Constitución de los Estados Unidos de América, 
contiene las garantías del derecho fundamental al debido proceso en la quinta 
enmienda, estableciendo el derecho contra la auto-incriminación forzada, el 
derecho al gran jurado, el derecho a no ser juzgado dos veces por el mismo 
delito y el derecho al debido proceso, el cual contiene las garantías a no ser 
privado de la vida, la libertad o los bienes sin el debido proceso legal (due 
process of law).  
 
 
La Constitución de México contiene en sus artículos 13 a 20 una amplia gama 
de garantías que buscan garantizar el derecho al debido proceso tanto de los 
habitantes nacionales o de los extranjeros.  
 
 
La República de Chile en su artículo 19 numerales 3 y 7 consagra como 
derecho constitucional las garantías propias del debido proceso para toda 
persona en el territorio chileno, garantizándolo en el ámbito de cualquier 
proceso judicial. Así mismo, contiene garantías más amplias para los procesos 
de contenido penal.  
 
 
En la Constitución de Argentina dicha garantía se encuentra en el artículo 18 
de la Constitución con limitaciones al juicio penal. 
 
 
En el presente capítulo se analizará de igual forma la naturaleza jurídica del 
derecho al debido proceso, con el fin de determinar una vez establecido el 
punto, su jerarquía en la normatividad interna, para determinar de esta forma 
su prelación sobre otros derechos.  
 
 
Por la importancia del tema, se realizará una descripción y análisis del 
contenido de este derecho, estableciendo cuales son las garantías en el 
 
 
contenidas. Es preciso indicar, que con el fin de delimitar el tema y por cuanto 
el trabajo se restringe a la aplicación del derecho en la terminación del contrato 
de trabajo por el empleador invocando una justa causa, sólo se expondrán y 
analizarán aquellas garantías que le son aplicables, no exponiendo aquellas 
que contienen garantías en los procesos jurisdiccionales y tampoco los que 






El diccionario del español jurídico publicado por la Real Academia Española y 
el Consejo General del Poder Judicial define el derecho al debido proceso 
como el: “Derecho de toda persona a un proceso en el que se respeten los 
principios y garantías consagrados constitucionalmente (..)”3 
 
 
El Jurista mexicano Héctor Fix Zamudio citado por Pedro Pablo Camargo lo 
define como “el conjunto de condiciones y requisitos de carácter jurídico y 
procesal que son necesarios para poder afectar legalmente los derechos de 
los gobernados”.4  
 
 
El doctrinante Costarricense Jorge Enrique Romero Pérez indica que “El 
concepto del debido proceso envuelve comprensivamente, el desarrollo 
progresivo de prácticamente todos los derechos fundamentales de carácter 
procesal o instrumental, como conjuntos de garantías de los derechos de goce 
—cuyo disfrute satisface inmediatamente las necesidades o intereses del ser 




El debido proceso fue definido por la H. Corte Constitucional en la sentencia 
C-341 de 2014, y en la misma se indica que es: “el conjunto de garantías 
previstas en el ordenamiento jurídico, a través de las cuales se busca la 
protección del individuo incurso en una actuación judicial o administrativa, para 
                                                     
3 Real Academia Española y Consejo General del Poder Judicial. Diccionario de Español. 
Jurídico. (fecha de consulta: 1 de diciembre de 2019) https://dej.rae.es/lema/derecho-al-
debido-proceso 
4 CAMARGO, Pedro Pablo. El Debido Proceso. 6 ed. Bogotá D.C. Editorial Leyer, 2014. 192 
p. ISBN 978-958-769-071-2. 
5 ROMERO PÉREZ, Jorge Enrique. El debido proceso como garantía constitucional. En: 




que durante su trámite se respeten sus derechos y se logre la aplicación 
correcta de la justicia”.6  
 
 
1.2 CONSAGRACIÓN (INSTITUCIONALIZACIÓN) DEL DERECHO AL 
DEBIDO PROCESO EN LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE COLOMBIA Y 
EN LAS NORMAS INTERNACIONALES 
 
La Constitución Política en su artículo 29 establece el debido proceso como 
uno de los derechos fundamentales previstos en el Título Segundo - Capítulo 
Primero así:  
 
“Artículo 29. El debido proceso se aplicará a toda 
clase de actuaciones judiciales y administrativas. 
 
Nadie podrá ser juzgado sino conforme a leyes 
preexistentes al acto que se le imputa, ante juez o 
tribunal competente y con observancia de la plenitud 
de las formas propias de cada juicio.  
 
En materia penal, la ley permisiva o favorable, aun 
cuando sea posterior, se aplicará de preferencia a la 
restrictiva o desfavorable.  
 
Toda persona se presume inocente mientras no se 
la haya declarado judicialmente culpable. Quien sea 
sindicado tiene derecho a la defensa y a la 
asistencia de un abogado escogido por él, o de 
oficio, durante la investigación y el juzgamiento; a un 
debido proceso público sin dilaciones injustificadas; 
a presentar pruebas y a controvertir las que se 
alleguen en su contra; a impugnar la sentencia 
condenatoria, y a no ser juzgado dos veces por el 
mismo hecho.  
 
Es nula, de pleno derecho, la prueba obtenida con 
violación del debido proceso”. 
 
 
                                                     
6 COLOMBIA CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. C-341. Expediente D-9945. (4, 
junio, 2014). M.P.: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO. [en línea]. Recuperado en 2019-12-01. 
Disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2014/C-341-14.htm 
 
 
Es importante indicar, que tal como lo ha desarrollado la jurisprudencia de 
nuestro alto tribunal constitucional, el debido proceso no sólo está contenido 
en el artículo antes trascrito, por el contrario, el derecho objeto de análisis se 
integra con el artículo 2 del mismo ordenamiento pues constituye un fin 
esencial del Estado “garantizar la efectividad de los principios, derechos y 
deberes consagrados en la Constitución”, por lo que esta garantía de 
efectividad, sólo puede hacerse realidad mediante la aplicación de las 
garantías contenidas en el derecho al debido proceso. 
 
Así mismo, se integra con el artículo 31 de la Constitución Política que 
establece “Toda sentencia judicial podrá ser apelada o consultada, salvo las 
excepciones que consagre la ley. El superior no podrá agravar la pena 
impuesta cuando el condenado sea apelante único”. Este artículo 31, 
establece el principio de la doble instancia como regla general, la cual puede 
ser sólo restringida por excepciones de orden legal y por el principio de la 
reformatio in pejus, el cual prohíbe al juez superior que conoce de la actuación, 
agravar la situación del apelante único. Garantías mencionadas que, tanto en 
la normatividad internacional relativa a los derechos humanos, como la 
jurisprudencia de las altas cortes y la doctrina, han sido consideradas como 
contenidas en el derecho al debido proceso.  
 
Se integra el artículo 33 que consagra la garantía de no poder ser obligado a 
declarar en contra de “su cónyuge, compañero permanente o parientes dentro 
del cuarto grado de consanguinidad, segundo de afinidad o primero civil”, lo 
anterior para salvaguarda derechos de orden superior como es el respeto a la 
familia y su intimidad (artículo 15 Constitución Nacional). 
 
En el artículo 228 de la Constitución Nacional, consagra las garantías 
derivadas del debido proceso, como la de independencia de los jueces en sus 
decisiones, los juicios públicos, la prevalencia del derecho sustancial, la 
diligencia, la oportunidad en las decisiones judiciales y la garantía al acceso a 
la administración de justicia contenida en el artículo 229 de la Constitución 
Nacional. 
 
El Derecho a un debido proceso ha sido incorporado en diferentes 
instrumentos internacionales, los cuales han surtido el acto jurídico de 
ratificación e incorporación a la legislación nacional. Como lo indica Carlos 
Bernal Pulido la incorporación de los instrumentos internacionales tiene dos 




“Por una parte, (i) le otorga a este derecho el carácter de derecho protegible 
mediante los procedimientos contenciosos y no contenciosos de los sistemas 
internacionales de protección de los derechos humanos; y, por otra parte, (ii) 
lo integra al ordenamiento jurídico colombiano, por la vía que le abre el artículo 
93 C. P. para la integración de las fuentes internacionales de los derechos 
humanos del bloque de constitucionalidad. Por esta vía, la institucionalización 
internacional del derecho humano al debido proceso se hace vinculante para 
el juez interno con la naturaleza de derecho fundamental”.7 
 
El debido proceso se encuentra previsto en la Declaración Universal de 
Derechos Humanos, la cual fue aprobada y proclamada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas el 10 de diciembre de 1948. En su artículo 
octavo, se establece el principio de legalidad y de juez natural, por cual se 
concede el derecho a toda persona de acceder a los órganos de justicia para 
obtener protección a los derechos fundamentales previstos en los términos de 
la constitución y la ley.  
 
 
En el artículo décimo se declara en favor de toda persona sin excepción y en 
condiciones de igualdad a ser oída públicamente y con justicia por un tribunal 
independiente e imparcial que determine su derechos y obligaciones o 
cualquier acusación en su contra, garantizando de esta forma los principios de 
publicidad, independencia, imparcialidad. 
 
 
Por último, el artículo once contiene la presunción de inocencia, la cual deberá 
ser desvirtuada a través de un juicio público y con todas las garantías 
necesarias para su defensa.8 
 
Cabe mencionar que la Asamblea General de las Naciones Unidas, el 16 de 
diciembre de 1966 aprobó y acogió el Pacto Internacional de Derechos Civiles 
y Políticos, el cual fue ratificado por Colombia a través de la Ley 74 del 26 de 
diciembre de 1968 y promulgado por el decreto 2110 del 12 de octubre de 
1988. En el artículo noveno se establece la garantía a no ser privado de la 
libertad sino por causas establecidas en la ley y una vez sea agotado el trámite 
establecido. El artículo 14 el principio de igualdad ante los tribunales y cortes 
                                                     
7 BERNAL PULIDO, Carlos. El Derecho de los derechos. 1 ed. 2005. Bogotá D.C. Editorial 
Universidad Externado de Colombia, reimpresión 2008. 339 p. ISBN 958-616-902-2. 
8 CORTE CONSTITUCIONAL. Declaración Universal de los Derechos Humanos. (fecha de 





de justicia, el principio de publicidad, imparcialidad, juez natural, tanto en lo 
penal como en lo civil.9 
 
La Organización de Estados Americanos el 22 de noviembre de 1969, acogió 
la Convención Americana sobre Derechos Humanos – Pacto de San José de 
Costa Rica, la cual es ratificada por Colombia a través de la Ley 16 de 1972 y 
promulgada mediante decreto 2110 del 12 de octubre de 1988. Se establece 
en el artículo 8 y 25, las garantías mínimas y necesarias para considerar un 
procedimiento como debido.10  
 
1.3 NATURALEZA DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 
 
El Derecho Fundamental al debido proceso tiene una especial relación con la 
decisión del constituyente de 1991 de establecerse como un Estado social de 
derecho (artículo 1 Constitución Política), lo anterior por cuanto el Estado 
social de derecho parte del principio de que el poder en el estatuido requiere 
como presupuesto, el ejercicio de este con fundamento al debido proceso 
establecido y en las leyes que lo gobiernan. En palabras de la H. Corte 
Constitucional se indica: 
 
 
“Por estado de derecho se debe entender el sistema de principios y 
reglas procesales según las cuales se crea y perfecciona el 
ordenamiento jurídico, se limita y controla el poder estatal y se protegen 
y realizan los derechos del individuo, por disposición de una norma”.11  
 
No sólo por su ubicación en el título II Capítulo Primero “De los derechos 
fundamentales” de la Carta Política, sino por la calificación de derecho humano 
                                                     
9 MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES. Pacto internacional de derechos civiles y 
políticos y su protocolo facultativo. Organización de las Naciones Unidas – ONU. 16, 




10 MINISTERIO DE RELACIONES EXTERIORES. Convención Americana Sobre Derechos 
Humanos Pacto de San José de Costa Rica. Organización de Estados Americanos-OEA. 22. 
Noviembre, 1969. (fecha de consulta: 1 de diciembre de 2019). 
http://apw.cancilleria.gov.co/tratados/SitePages/VerTratados.aspx?IDT=e1eacff5-0181-4f71-
904d-b7d8f3a4e80c 
11 COLOMBIA CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. C-521. Expediente nro. 2868. (19, 
septiembre, 1992). M.P.: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO. [en línea]. Recuperado en 




establecida por las diferentes normas internacionales, es que el derecho al 
debido proceso adquiere la condición de derecho fundamental. 
 
Así mismo, el debido proceso en su naturaleza tiene una doble categoría, esto 
quiere decir que es un derecho fundamental directo, pues como se indicó se 
encuentra en los que expresamente fueron calificados de esta forma en la 
constitución y se trata de un derecho fundamental indirecto o garantía, al ser 
un mecanismo para obtener la protección efectiva de otros derechos 
fundamentales. Pues como lo indica el tratadista Carlos Bernal Pulido “El 
respeto a los debidos procesos garantiza en la democracia el respeto a la 
libertad, la igualdad, los derechos políticos o de participación y los derechos 
sociales”.12 
 
Conforme la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional, el artículo 29 de la 
Constitución Nacional, contiene una norma de naturaleza abierta, pues las 
garantías previstas en la norma indicada y aquellas que guardan concordancia 
con la misma, no son “una camisa de fuerza”, por lo cual la discrecionalidad 
del juez permitirá incorporar garantías que tengan como finalidad última la 
efectividad de este derecho.13  
 
 
Este derecho tiene igualmente relación con los fines esenciales del Estado 
(Artículo 2 Constitución Política) pues corresponde a las autoridades de la 
república proteger a todas las personas residentes en sus derechos y 
libertades, siendo uno de estos derechos el debido proceso. Así mismo, el 
artículo 5 de la Constitución reconoce la primacía, sin lugar a discriminación, 
de los derechos inalienables como lo es la garantía al debido proceso. 
 
La garantía constitucional al debido proceso constituye, como lo indica el 
profesor Carlos Bernal Pulido “uno de los derechos fundamentales generales 
presentes en cualquier constitución que merezca tal apelativo.”14 La 
constitución que rigió en Colombia hasta 1991 consagraba este derecho en el 
Título III artículos 25 a 27, sin embargo, éstos sólo se limitaron a lo relacionado 
con el derecho penal. 
 
 
                                                     
12 BERNAL. Op. cit. p. 337. 
13 COLOMBIA CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. T-280. Expedientes nros. T-
145620 y T-152265 (5, junio, 1998). M.P.: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO. [en línea]. 
Recuperado en 2019-12-01. Disponible en: 
https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/1998/T-280-98.htm 
14 BERNAL. Op. cit. p. 333. 
 
 
Bernal Pulido con relación al punto antes indicado expone “Lo cierto es, sin 
embargo, que hoy día este principio y derecho fundamental se encumbra como 
la pieza estructural de dos de las dimensiones más importantes del Estado: 
sus perfiles como Estado de derecho y Estado democrático. Si se observa con 
detenimiento, se reparará que es Estado de derecho es una organización 
política en la que el poder se ejerce de acuerdo con los debidos procesos 
establecidos en la ley. Del mismo modo, debe reconocerse que la democracia 
no es nada distinto a la institucionalización de un debido proceso para el 
ejercicio del poder en cualquiera de sus manifestaciones”.15  
 
Se trata de una norma de contenido sustancial, y no procedimental, en cuanto 
determina una serie de derechos o garantías, que imponen límites a las 
autoridades judiciales o administrativas. 
 
Este derecho se proyecta como derecho fundamental autónomo, en tanto 
permite al ciudadano ejercer “sus facultades de hacer argumentaciones, 
afirmaciones, aportar pruebas, y las capacidades de rebatir los argumentos de 
los demás y de autocriticarse”16 y conforme al mismo autor, se constituye en 
una garantía o derecho fundamental indirecto, en razón a que a través de este 
derecho se garantizan otros derechos fundamentales como el de igualdad, 
acceso a la justicia o el derecho al trabajo. 
 
 
Con relación al debido proceso y siguiendo al autor Carvajal Sánchez,17 el 
artículo 29 de la Constitución es una norma constitucional, que, en el esquema 
de jerarquía de normas, requiere su respeto por parte de las leyes, decretos, 
resoluciones y reglamentos internos, pues es superior a ellos, aclarando que 
este derecho puede ser objeto de desarrollo a través de la propia ley. 
 
El debido proceso, para Camargo18, se constituye en el límite de la 
arbitrariedad y el derecho, en los campos en los cuales actúa la administración 
de justicia, el gobierno y los particulares. Siendo el artículo 29 de la 
Constitución una norma sustancial, reconocida como un derecho fundamental 
por la constitución y calificada como de derechos humanos por la normatividad 
internacional.  
 
                                                     
15 BERNAL. Op. cit. p. 337. 
16 BERNAL. Op. cit. p. 337. 
17 CARVAJAL SÁNCHEZ, Bernardo. Alcance y limitaciones del debido proceso en el 
procedimiento administrativo. [En línea]. Colombia, 2010. [Fecha de consulta 1 de diciembre 
de 2019]. Disponible en 
https://revistas.uexternado.edu.co/index.php/Deradm/article/view/2765/2449 
18 CAMARGO. Op. cit. p. 192. 
 
 
En la Sentencia C-383 de 2000, emitida por la Sala Plena de la H. Corte 
Constitucional se reconoce una doble naturaleza del debido proceso, pues 
indica que se trata de una garantía por cuanto protege al ciudadano de una 
recta decisión conforme a derecho y así mismo adquiere la naturaleza de 
principio por cuanto excluye una decisión contra legem o praeter legem. En la 
misma sentencia se señala su finalidad tanto del derecho al debido proceso, 
como a la defensa sea “la interdicción a la indefensión”, pues la desprotección 
de las personas frente al reclamo de sus propios derechos, desconociendo la 
vigencia efectiva de los derechos superiores que rigen los procesos (Artículo 
29 Constitución Nacional), desconoce el derecho a la igualdad.” 19.  
 
En su libro Principios Constitucionales del Derecho Procesal, José Fernando 
Ramírez Gómez señala con relación al principio del debido proceso que: 
 
 
“El debido proceso es hoy un derecho fundamental, un principio general 
con vigencia en el campo judicial y también en el administrativo. En el 
proceso penal, pero también en el civil, en el laboral, en el familiar, etc. 




Al contrario de la concepción demoliberal que habla de un “debido 
proceso legal” porque las formas propias del juicio estaban y están 
deferidas en la ley, hoy nos encontramos con una nueva concepción, la 
que emerge de una constitución como la colombiana de 1991, que por 
su carácter normativo incorpora al núcleo esencial del debido proceso 
principios como el del juez natural, la imparcialidad del juez, la 
publicidad, la favorabilidad, la prohibición de reforma del único apelante, 
la defensa técnica, etc., hasta el punto de poderse proponer como 






                                                     
19 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. C-383. Expediente nro. D-2557 
(5, abril, 2000). M.P.: ÁLVARO TAFUR GALVIS. [en línea]. Recuperado en 2019-12-01. 
Disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2000/C-383-00.htm 
20 RAMÍREZ GÓMEZ, José Fernando. Principios Constitucionales del Derecho Procesal 




1.4 TITULARES DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 
 
 
Sobre la titularidad del derecho fundamental al debido proceso, la H. Corte 
Constitucional ha reconocido tanto a las personas naturales como jurídicas, 
bien sean estas privadas o entidades públicas son titulares de este derecho. 
 
Así mismo y en aplicación del artículo 100 de la Constitución Nacional “Los 
extranjeros gozarán, en el territorio de la República, de las garantías 
concedidas a los nacionales, salvo las limitaciones que establezca la 
constitución o la ley”. 
 
 
1.5 ÁMBITO DE APLICACIÓN 
 
El artículo 29 de la carta política es claro en indicar que el debido proceso se 
“aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y administrativas”.  
 
 
Por ello todo proceso judicial, independiente de la naturaleza de este, sea 
penal, civil, laboral, contencioso administrativo, electoral se deberá por parte 
del juez garantizar el derecho a la jurisdicción, al juez natural, a la defensa, a 
la publicidad del proceso, la independencia e imparcialidad del juez, a una 
pronta decisión y la garantía de decisiones fundamentadas en la Constitución 
y las leyes. 
 
 
De esta forma las actuaciones administrativas se amparan con la aplicación 
estricta del derecho al debido proceso; el objeto de garantizar este derecho 
fundamental no es más que se garantice la debida producción de los actos 




Si bien la norma constitucional, establece en forma clara el marco de referencia 
para las actuaciones judiciales y administrativas, la jurisprudencia de la H. 
Corte Constitucional ha indicado, que el desconocimiento en un trámite que se 
realice entre particulares, del debido proceso puede llegar a vulnerar la 
dignidad de aquella persona y por tal razón y en aras de salvaguardarla impone 
la necesidad de extender la aplicación del derecho. 
 
 
La aplicación del debido proceso a las actuaciones particulares no constituye 
la regla general, por lo que su aplicación no debe entenderse como general 
para todos los procesos que se adelanten ante ellos. En forma excepcional se 
 
 
extiende su aplicación a aquellos casos, en los cuales uno de los particulares, 
tenga la facultad de adelantar actuaciones de orden disciplinario, entendidas 
estas “como la prerrogativa de un sujeto para imponer sanciones o castigos”, 
actuaciones disciplinarias que tengan como finalidad mantener orden al interior 
de una organización.21 
 
 
Para garantizar el debido proceso en las actuaciones entre particulares, que 
tengan la facultad de adelantar actuaciones de orden disciplinario, la 
jurisprudencia reiterada de la H. Corte Constitucional ha indicado que se 
deberá contar al interior de la institución, con reglamentos, manuales de 
convivencia o estatutos, en los cuales se establezcan los procedimientos, que 




1.6  CONTENIDO DEL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 
 
Para el autor mexicano Luis Gerardo Rodríguez Lozano,22 el derecho al debido 
proceso contiene un núcleo, el cual contiene las formalidades esenciales del 
procedimiento y otro núcleo, que contiene las garantías que son aplicables en 
los procesos de contenido penal.  
 
 
El máximo tribunal en lo constitucional ha considerado que el debido proceso 
tiene diversos matices, por tal razón, las garantías en él incorporadas pueden 
ser objeto de flexibilización en razón a la materia en la cual se aplican, “dado 
que no todo derecho es de orden penal, sino que es posible encontrar “reglas 
y procedimientos” de otros órdenes como el civil, el administrativo, el policivo, 
el correccional, el disciplinario o el económico, entre otros, que no son 
comparables o asimilables directamente al ordenamiento penal y que 
comportan decisiones y sanciones de diversas categorías, matices que 
deberán ser contemplados en la regulación de sus propias reglas”, pero 
siempre respetando los principios y valores constitucionales, la vigencia de los 
derechos fundamentales de los ciudadanos, el principio de razonabilidad, el 
principio de proporcionalidad y la prevalencia del derechos sustancial.23  
 
                                                     
21 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. C-383. Expediente nro. D-2557 
(5, abril, 2000). M.P.: ÁLVARO TAFUR GALVIS. [en línea]. Recuperado en 2019-12-01. 
Disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2000/C-383-00.htm 
22 RODRÍGUEZ LOZANO, Luis Gerardo. Teleología del debido proceso neoconstitucional. 
Una visión filosófica. En: ACUÑA, M., coord. El Debido Proceso. México D.F.: Tirant lo Blanch 
2016. Tomo I. pp. 645. ISBN 978-84-9119-335-7. 
23 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. C-248. Expediente nro. D-9285 
(24, abril, 2013). M.P.: MAURICIO GONZÁLEZ CUERVO. [en línea]. Recuperado en 2019-12-





En sentencia la Sentencia de Unificación 116 de 2018, la H. Corte 
Constitucional sobre el alcance al debido proceso y sus fines indicó el artículo 
29 de la Constitución consagra el derecho al debido proceso, que se entiende 
como “la oportunidad reconocida a toda persona, en el ámbito de cualquier 
proceso o actuación judicial o administrativa, de ser oída, hacer vales las 
propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir y objetar las 
pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que se estiman 
favorables. Tal derecho, siendo de aplicación general y universal constituye un 
presupuesto de la justicia como valor superior del ordenamiento jurídico”24. 
 
 
En el presente capítulo académico y siguiendo al autor mexicano Rodríguez 
Lozano, se revisará el contenido del derecho, en la parte del núcleo duro, es 
decir sólo a lo aplicable a cualquier procedimiento jurisdiccional o 
administrativo y excluyendo aquellos principios de aplicación propios del 
derecho punitivo penal o sancionador administrativo. 




Esta garantía guarda una estrecha relación con el principio de legalidad, en 
cuanto corresponde al legislador en forma general, a la administración en su 
ámbito de competencia, el marco de actuación para el reconocimiento, 
declaración o extinción de derechos o la imposición de multas y sanciones. 
 
 
En el caso del particular, como se ha indicado en los excepcionales casos en 
los cuales tiene aplicación la garantía al debido proceso, la H. Corte 
Constitucional “Es indispensable que los entes de carácter privado fijen unas 
formas o parámetros mínimo que delimiten el uso del poder disciplinario y que 
permitan a la comunidad educativa conocer las condiciones en que puede o 
ha de desarrollarse su relación con estos. Es aquí donde encuentra 
justificación la existencia y la exigencia que se hace de los llamados 
reglamentos, manuales de convivencia, estatutos, etc., en los cuales se fijan 
esos mínimos que garantizan los derechos al debido proceso y a la defensa 
de los individuos que hacen parte del ente correspondiente. Se hace referencia 
a unas reglas mínimas que deben estar contenidas en estos reglamentos, para 
denotar que existen una serie de materias p áreas, en las que el debido 
proceso está constituido por un mayor número de formalidades y 
                                                     
24 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. SU-116. Expediente nro. T-
1.996.887. (8, NOVIEMBRE, 2018). M.P.: JOSÉ FERNANDO REYES CUARTAS. [en línea]. 





procedimientos que integran ese mínimo irreductible que debe ser observado, 
a fin de proteger derechos igualmente fundamentales”25.  
 
 
El cumplimiento de la garantía a las formas propias de cada juicio busca evitar 
que, ante la inexistencia de regulación del procedimiento, las decisiones sean 
tomadas en forma arbitraria, pretermitiendo o limitando otras garantías u 
oportunidades en desmedro de uno de los sujetos del procedimiento. 
Estableciendo así una clara limitación a la posibilidad de arbitrariedad que 
pueda tener la persona o personas que toman la decisión. 
 
 
La garantía es efectiva, en cuanto en la ley, el acto administrativo o en la 
reglamentación emitida en una relación privada, se establezcan cada una de 
las etapas anteriores o posteriores del procedimiento, de esta forma, a quien 
se aplique el procedimiento, sepa en forma clara cada una de las etapas que 
deberá seguir sin ser sorprendido en el trámite con exigencias, términos o 
cargas de las cuales no tenía conocimiento. 
 
 
1.6.2 Garantía a “a un debido proceso público” 
 
 
La publicidad del proceso determina que a partir del momento establecido en 
la ley para el proceso judicial o de la actuación administrativa, el sujeto que 




De esta forma se garantiza su derecho a presentar solicitudes, presentar 
peticiones, impugnar las decisiones en las cuales tenga un interés, controvertir 
las decisiones y los elementos probatorios presentados por las partes o 
aceptar lo solicitado por otros. En un proceso o actuación secreta, estas 
facultades de las partes se vulnerarían, por cuanto, al no poder conocerlas, no 
se tendría la oportunidad de impugnarlas, controvertirlas o aceptarlas. La 
publicidad del proceso o actuación administrativa garantiza igualmente el 
derecho a la defensa y en especial el derecho de contradicción. 
 
 
La garantía de la publicidad permite a los participantes en el proceso o la 
actuación administrativa, conocer cuando da inició la actuación, en qué 
                                                     
25 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. T-944. Expediente nro. T-
298496. (24, JULIO, 2000). M.P.: ALEJANDRO MARTÍNEZ CABALLERO. [en línea]. 





momento debe ser vinculado y la terminación, eliminando la posibilidad 








La garantía denomina de juzgamiento por juez natural, determina la necesidad 
de establecer, por medio de las competencias fijadas por la constitución y la 
ley, el juez o autoridad administrativa, a la cual se le asignará la competencia 
o conocimiento del proceso judicial o el trámite administrativo.  
 
 
El objeto de esta garantía es la imparcial de la autoridad que tomará la 
decisión, por cuanto de antemano se conoce que autoridad decidirá el asunto. 
El juez natural excluye la existencia de jueces ad-hoc, esto es, jueces fijados 
para la decisión de un determinado asunto por parte de la autoridad. 
 
 
La garantía de juez natural se desarrolla mediante la predeterminación de 
competencias, siendo la competencia, indelegable, de orden público, sin que 
las partes por acuerdo de voluntades la puedan derogar, limitantes fundadas 
en el interés general. 
 
 
1.6.4 Garantía a la defensa 
 
 
Conforme la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional, la garantía a la 
defensa se constituye en el principio integrador más importante del derecho al 
debido proceso. Esta garantía permite que los intervinientes en el proceso o 
actuación administrativa puedan ejercer las demás garantías contenidas en el 
derecho al debido proceso. Mediante la defensa, las personas pueden ejercer 
sus facultades, presentar los argumentos y las pruebas y controvertir las 
decisiones contrarias a sus intereses. 
 
 
El derecho a la defensa y contradicción, conforme se establece en la sentencia 
T-051 de 2016 consiste: “En el derecho reconocido a toda persona de ser oída, 
de hacer valer las propias razones y argumentos, de controvertir, contradecir 
y objetar las pruebas en contra y de solicitar la práctica y evaluación de las que 
 
 




1.6.5 Garantía a la doble instancia 
 
 
Esta garantía está ligada al debido proceso, a la garantía a la defensa y al 
principio de contradicción previsto en el artículo 31 de la Constitución Nacional.  
  
 
La garantía a la doble instancia constituye el derecho en virtud el cual, la 
decisión tomada pueda ser revisada por una instancia superior. Esta garantía, 




Como se indicó, esta garantía igualmente va ligada con el artículo 31 de la 
Constitución Nacional, el cual establece que “toda sentencia judicial podrá ser 
apelada o consultada, salvo las excepciones que consagre la ley”. 
 
 
Si bien se trata de un derecho fundamental, el mismo no es absoluto, y la 
constitución establece la facultad del congreso de la república para que, a 
través de una ley, determine los procesos o actuaciones administrativas de 
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2 TERMINACIÓN DEL CONTRATO POR JUSTA CAUSA INVOCADA 
POR EL EMPLEADOR 
 
2.1 CONTRATO DE TRABAJO 
 
El artículo 22 del Código Sustantivo del Trabajo define el contrato de trabajo 
como “(…) aquél por el cual una persona se obliga a prestar un servicio 
personal a otra persona natural o jurídica, bajo la continua dependencia y 
subordinación de la segunda y mediante remuneración. 2. Quien presta el 
servicio se denomina trabajador, quien lo recibe y remunera, empleador, y la 
remuneración cualquiera que sea, salario”. 
 
 
Se define el contrato de trabajo por parte de la doctrina como “(..) el acuerdo 
en virtud del cual una persona natural (trabajador) se compromete a realizar 
bajo la continuada dependencia o subordinación de otra (natural o jurídica) y 
mediante remuneración, una labor o actividad determinada”27 
 
 
El contrato de trabajo es un acuerdo de voluntades, por cuanto “como todos 
los contratos celebrados en forma válida, es un acto jurídico que tiene por 
objeto crear obligaciones. Por ende, el trabajador se obliga mediante el 
acuerdo de voluntades a prestar el servicio personal bajo las órdenes de su 
empleador y éste, a su vez, se obliga a remunerar la prestación del servicio”.28  
 
 
De las anteriores definiciones se establecen elementos jurídicos importantes 
tales como:   
 
(i) se trata de un contrato bilateral, esto es, las dos partes del contrato 
se obligan en forma recíproca, el trabajador se compromete a 
prestar un servicio de naturaleza laboral y el empleador deberá 
retribuir este servicio mediante el pago del salario,  
(ii) es consensual, en cuanto no requiere ninguna formalidad para su 
celebración,  
(iii) es intuito personae por cuanto como se indica se trata de la 
prestación personal de un servicio,  
(iv) es oneroso, por cuanto de él surge la utilidad para ambos 
contratantes,  
(v) es conmutativo,   
                                                     
27  CAMPOS RIVERA, Domingo. Derecho Laboral. 7 ed. 2003. Bogotá D.C. Editorial Temis. 
196 p. ISBN 958-35-0427-0 
28 BOTERO RAMÍREZ, Luis GUILLERMO. DEL CONTRATO DE TRABAJO. En: CADAVID, 
I., coord. Derecho Laboral Individual Colombiano. Colombia. Medellín: Sello Editorial, 2015. 
pp. 176. ISBN 978-958-8922-61-4 
 
 
(vi) es principal, pues no depende de ningún otro contrato o acuerdo 
para existir,  
(vii) es consensual en razón a que se perfecciona por el simple acuerdo 
de voluntades,  
(viii) es de tracto sucesivo, pues el mismo tiene estabilidad en el tiempo.29  
 
 
Ahora bien, el artículo define los elementos esenciales de la relación laboral. 
Entendiendo la esencialidad en los términos del artículo 1501 del Código Civil 
como: “aquellas cosas, sin las cuales, o no produce efecto alguno, o degenera 
en otro contrato diferente;”. Conforme la definición de elementos esenciales 
de la normatividad civil, para que el contrato de trabajo tenga efectos o no 
degenere en otro contrato se requiere: 
 
 
El primero, es la actividad personal, entendida como la realización de la labor 
por sí mismo, pues el trabajador no podrá valerse de otros para el 
cumplimiento de su obligación de servicio, elemento que como se indicó en 
párrafos precedentes, constituye el contrato en intuito personae. 
 
 
El segundo, lo constituye la continua subordinación o dependencia, la cual 




Por subordinación debe entenderse la facultad del empleador para que en el 
ámbito de las actividades contratadas pueda “exigirle el cumplimiento de 
órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo tiempo o cantidad de 




La facultad del empleador no se constituye en ilimitada, por cuanto no puede 
afectar los derechos o prerrogativas que son esenciales a la persona humana 
para mantener su dignidad; sólo pueden imponerse en desarrollo del servicio, 
sin que pueda trascender a los ámbitos de la vida personal del trabajador y se 
limita a la facultad de dar órdenes, dirigir la actividad del trabajador, imponerle 
reglamentos y sancionarlo disciplinariamente. 
 
 
Con relación a la subordinación el tratadista González Charry en la clásica 
obra Derecho Laboral Colombia – Relaciones Individuales – que si bien en un 
                                                     
29 MANRIQUE VILLANUEVA, Jorge Eliecer. Aproximación al contrato de trabajo. En: 
Manrique, J., coord. Manual de Derecho Laboral. Colombia. Bogotá: Editorial Universidad 
Externado de Colombia, 2008. pp. 148 . ISBN 978-958-710-368-7. 
 
 
principio se aceptó la subordinación técnica, jurídica y económica, hoy: “la ley, 
la jurisprudencia y la doctrina, no admiten otra noción de la subordinación que 
la de tipo eminentemente jurídico, derivada de la facultad general que las leyes 
sociales conceden al empleador para dar órdenes y establecer reglamentos 
internos a los cuales debe someterse el trabajador.”30  
 
 
El tercer elemento esencial es el salario o retribución por el servicio prestado, 
el cual se encuentra regulado en los artículos 127 y siguientes del Código 
Sustantivo de Trabajo. Para el trabajador la prestación es de hacer, ejecutar 
la labor y la obligación correlativa por parte del empleador es una prestación 
de dar, esto es el pago del salario entendido “no sólo la remuneración 
ordinaria, fija o variable, sino todo lo que recibe el trabajador en dinero o en 
especie como contraprestación directa del servicio” (Artículo 127 del Código 
Sustantivo del Trabajo). 
 
 
La normatividad laboral además de regular el nacimiento, la capacidad para 
contratar, las modalidades del contrato, su ejecución y sus efectos, contiene 
normas que regulan su terminación, (Título Primero, Capítulo VI). 
 
 
Es importante resaltar, que el artículo 55 del Código Sustantivo del Trabajo 
establece que “el contrato de trabajo, como todos los contratos, debe 
ejecutarse de buena fe y, por consiguiente, obliga no sólo a lo que en él se 
expresa sino a todas las cosas que emanan precisamente de la naturaleza de 
la relación jurídica o que por la ley pertenecen a ella”. 
 
 
En torno a la ejecución de buena fe en el contrato de trabajo, se resalta: 
 
“Si bien el artículo 768 del Código Civil define la buena fe como 
“la conciencia de haberse adquirido el dominio de la cosa por 
medios legítimos, exentos de fraude o todo otro vicio”, tal 
concepto aplicado al contrato de trabajo, significa que este, 
desde un comienzo, durante su ejecución y aun ya finalizado 
debe estar precedido por la buena fe, entendiendo por esta el 
comportamiento sincero y noble de las partes en el sentido de 
que no empleara conductas engañosas, torcideras o tramposas 
frente al contrincante. Tal principio de buena fe cobra mayor 
importancia en el contrato de trabajo dado que este es de tracto 
sucesivo o de ejecución periódica y entonces esa conducta 
trasparente de las partes, se repite, debe campear desde que el 
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10 ed. 2004. Bogotá D.C. Editorial Legis S.A. 136 p. ISBN 958-653-370-0. 
 
 




La Constitución vigente, en su artículo 53 establece como uno de los principios 
mínimos fundamentales, el de la estabilidad en el empleo, mismo que tiene 
por objeto implementar mecanismos capaces de garantizar  que las relaciones 
laborales se desenvuelvan en un ámbito de continuidad y de seguridad, para 
que de esta forma, el trabajador pueda desempeñar sus labores sin tener en 
la cabeza la incertidumbre de que su empleador, en forma arbitraria o 
caprichosa de por terminada su relación laboral y le afecte en sus temas 
económicos y familiares.32  
 
 
Para el tratadista colombiano Iván Daniel Jaramillo Jassir “El principio de 
estabilidad comporta que la relación de trabajo tiene como característica 
esencial la vocación de permanencia en el tiempo para el trabajador; el 
principio tiene como finalidad brindar al trabajador un mínimo de seguridad en 
la continuidad de su fuente de rédito, para satisfacer sus necesidades 
personales y familiares”.33  
 
 
Si bien, este derecho, como ningún otro es absoluto, consagra una estabilidad 




Como lo indican los autores Novoa García y Borda Villegas en torno a la 
terminación del contrato y al principio de la estabilidad: 
 
 
“El artículo 53 de la Carta Política consagró el principio de la 
estabilidad en el empleo, el cual denota la característica 
fundamental de vocación de permanencia de la relación laboral. 
De esta forma el constituyente quiso garantizar un mínimo de 
seguridad para el trabajador en el sustento necesario para cubrir 
sus necesidades y las de la familia, seguridad que no cobija al 
                                                     
31  CARDONA MARTÍNEZ, Guillermo. EJECUCIÓN Y EFECTOS DEL CONTRATO DE 
TRABAJO Y SUSPENSIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO. En: CADAVID, I., coord. 
Derecho Laboral Individual Colombiano. Colombia. Medellín: Sello Editorial, 2015. pp. 223-
224. ISBN 978-958-8922-61-4. 
32 PLATA LÓPEZ, Juan David. ESTABILIDAD EN EL EMPLEO. En: CADAVID, I., coord. 
Derecho Laboral Individual Colombiano. Colombia. Medellín: Sello Editorial, 2015. pp. 451. 
ISBN 978-958-8922-61-4. 
33 JARAMILLO JASSIR, Iván Daniel. Principios Constitucionales y legales del Derecho del 




patrono en la medida en que la libertad de trabajo le da al primero 




El tratadista Guillermo Gonzáles Charry define la terminación del contrato 
como “el fenómeno jurídico en virtud del cual y por hechos provenientes o no 
de la voluntad de los contratantes, cesan éstos definitivamente en el 
cumplimiento de sus obligaciones principales. Es decir, de una parte, queda 
relevado el trabajador de prestar su servicio, y de otra, el empleador queda 
también relevado de pagarle una remuneración”. (González Charry, pág. 529). 
 
 
En ejercicio de la facultad de regulación y estableciendo limitaciones al 
principio de estabilidad laboral, el legislador incorporó en el artículo 61 del 
Código Sustantivo del Trabajo (Subrogado por el artículo 5 de la Ley 50 de 
1990) los denominados por la doctrina modos de terminación, estos son 
conforme al código:  
 
“a). Por muerte del trabajador;  
b). Por mutuo consentimiento;  
c). Por expiración del plazo fijo pactado;  
d). Por terminación de la obra o labor contratada;  
e). Por liquidación o clausura definitiva de la empresa o 
establecimiento; 
f). Por suspensión de actividades por parte del empleador 
durante más de ciento veinte (120) días;  
g). Por sentencia ejecutoriada;  
h). Por decisión unilateral en los casos de los artículos 7o., del 
Decreto-ley 2351 de 1965, y 6o. de esta ley; 
 i). Por no regresar el trabajador a su empleo, al desaparecer las 
causas de la suspensión del contrato”. 
 
 
El artículo antes transcrito establece modos generales, que tienen como efecto 
o conllevan la terminación del contrato de trabajo, algunos dependen de la 
voluntad de las partes, literales b), c), d), h), i); otras no son dependientes de 
la voluntad de los contratantes, los literales a) y d) y otros que aun cuando 
puede participar la voluntad de las partes, no es el hecho que la origina como 
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2.2 MODOS DE TERMINACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO 
 
 
2.2.1 Por muerte del trabajador 
 
 
El Código Sustantivo de Trabajo al definir el contrato de trabajo (artículo 22 
Código Sustantivo del Trabajo), determina que una de las partes (empleado) 
debe ser siempre una persona natural; esta condición como efecto de uno de 
los elementos esenciales, es la actividad personal del trabajador (artículo 23 
Código Sustantivo del Trabajo), pues sólo el trabajador por sí mismo debe 
realizar la labor contratada.  
 
 
Se establece por el Código Sustantivo del Trabajo la obligación en cabeza del 
trabajador (artículo 58 numeral primero) de realizar la labor para la cual fue 
contratado en forma personal y en los términos acordados. 
 
 
Estas condiciones enunciadas son las que han determinado que se califique 
el contrato de trabajo como intuito personae y en consecuencia el fallecimiento 
del trabajador traerá como efecto la extinción del contrato de trabajo, pues 
sobreviene la imposibilidad de ejecutarse el mismo, pues por esencia el 
trabajador no puede ser remplazado como parte del contrato. Por ello, la 
muerte del trabajador constituye uno de los modos de terminación del contrato.  
 
 
2.2.2 Por mutuo consentimiento 
 
Como todo contrato, el contrato de trabajo es un acuerdo de voluntades 
expreso o tácito, en el cual una vez manifestadas las voluntades o a través de 
hechos inequívocos, el contrato constituye ley para las partes. 
 
 
Sin embargo, así como las partes tienen la capacidad para hacer nacer el 
contrato, igualmente empleador y trabajador pueden acordar terminar el 
acuerdo contractual y la normatividad laboral a través de este modo de 







2.2.3 Por expiración del plazo fijo pactado 
 
El artículo 46 del Código Sustantivo del Trabajo (Subrogado por el artículo 3 
de la Ley 50 de 1990), establece que las partes se encuentran facultadas para 
establecer un plazo o término de duración del contrato de trabajo. Bajo la 
modalidad de contrato a término fijo, las partes de la relación laboral pueden 
establecer contrato desde un día de duración hasta máximo tres (3) años. 
 
 
La norma antes indicada establece que, para que la llegada del plazo fijo 
pactado termine el contrato, la parte que desea terminarlo, deberá con una 
antelación de más de treinta (30) días, anunciar su decisión de no prorrogar el 
contrato y determinar la fecha acordada como aquella en la cual finalizará el 
mismo, ahora bien, si el contrato a término fijo es inferior a treinta (30) días, el 
sólo acaecimiento de plazo terminará la relación sin que se requiera el 
preaviso indicado. (Artículo primero del Decreto Reglamentario 1127 de 1991). 
 
 
2.2.4 Por terminación de la obra o labor contratada 
 
El Código Sustantivo de Trabajo permite la modalidad de contratar a un 
trabajador, por la ejecución de una obra determinada o la acordar la labor o 
actividad igualmente determinada. Por lo que una vez finalizada la obra o 
ejecutada la labor, el acaecimiento de esta condición se tomará como que el 
contrato celebrado a terminado. 
 
 




Este modo de terminación del contrato de trabajo ocurre por la extinción 
jurídica del empleador, en cuanto se liquida o clausura la empresa o el 
establecimiento de comercio a través del cual se desarrolla la actividad 




Sobre este modo de terminación del contrato, es importante indicar que el 
mismo sólo ocurre una vez se obtenga la autorización del Ministerio del 
Trabajo, quien verificará la realidad de los hechos determinantes del modo de 
terminación. En forma adicional se requerirá el pago de los derechos e 




2.3.6 Por suspensión de actividades por parte del empleador durante más 
de ciento veinte (120) días 
 
 
Este modo de terminación del contrato se relaciona con el artículo 51 del 
Código Sustantivo del Trabajo (Subrogado por el artículo 4 de la Ley 50 de 
1990). En la norma indicada se determina que se suspenderá el contrato de 
trabajo hasta por ciento veinte (120) días cuando se presenta la suspensión 




Una vez superado el término de ciento veinte (120) días, se faculta al 
empleador, previa autorización del Ministerio de Trabajo a en fecha cierta 
informada a los trabajadores, dar por terminado el contrato de trabajo. 
 
 
2.3.7 Por sentencia ejecutoriada 
 
 
En razón a que el contrato de trabajo genera obligaciones para cada una de 
las partes, empleador y trabajador, el incumplimiento de dichas obligaciones 
autoriza al contratante cumplido para acudir al juez laboral a solicitar la 
terminación del contrato, es decir, ejecutar la condición resolutoria y solicitar 
el pago de la indemnización correspondiente. 
 
 
Es importante indicar que esta modalidad de terminación sólo ocurrirá una vez 
la sentencia que decrete la terminación del contrato se encuentre en firme por 
no haberse interpuesto o haberse agotado los recursos que la ley dispone. 
 
 
2.3.8 Por decisión unilateral en los casos de los artículos 6 y 7 del 
Decreto-ley 2351 de 1965 
 
 
Esta causal obedece a una decisión unilateral de parte, quien fundamentada 
en las causales previstas en el artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo 
(Subrogado por el Decreto Extraordinario 2351 de 1965 decide dar por 
terminado el contrato. 
 
 
La causal puede ocurrir bien por:  
 
(i) por parte del trabajador, quien invoca alguna o varias de las justas 
causas contempladas en el artículo 62 literal b, numerales del 1 al 8 
 
 
del Código Sustantivo del Trabajo (Subrogado por el artículo 7 del 
Decreto Ley 2351 de 1965, o,  
(ii) por parte del empleador por las justas causas previstas en el literal 
a) numerales 1 a 15 del artículo 62 Literal b, Numerales del 1 al 8 
del Código Sustantivo del Trabajo (Subrogado por el artículo 7 del 
Decreto Ley 2351 de 1965), o,  




2.3.9 Por no regresar el trabajador a su empleo, al desaparecer las causas 
de la suspensión del contrato 
 
 
Este modo de terminación del contrato ocurre cuando desaparecen las causas 
de suspensión del contrato previstas en el artículo 51 del Código Sustantivo 
de Trabajo (Subrogado por el artículo cuarto de la Ley 50 de 1990) y el 
trabajador no se presenta a reanudar las labores. 
 
 
El artículo 52 del Código Sustantivo del Trabajo establece que el empleador 
deberá avisar a sus trabajadores cuando la suspensión ocurre por fuerza 
mayor o caso fortuito, la muerte o inhabilitación del empleador persona natural, 
y la suspensión de actividades hasta por ciento veinte (120) días, la fecha en 
la cual se reanudarán las actividades, pasados tres (3) días a partir de la 
notificación sin que se presente el trabajador, se faculta al empleador a 
terminar el contrato de trabajo. 
 
2.4 TERMINACIÓN DEL CONTRATO CON JUSTA CAUSA 
 
 
Uno de los modos de terminación del contrato de trabajo listados en el artículo 
61 del Código Sustantivo del Trabajo (Subrogado por el artículo 5 de la Ley 50 
de 1990) lo constituye “h) Por decisión unilateral en los casos de los artículos 
7 del Decreto Ley 2351 de 1965, y 6 de esta ley”. 
 
 
El despido como lo indica Jorge Mario Benítez Pinedo es: “un acto unilateral y 
recepticio por medio del cual el empleador decide ponerle fin al contrato de 
trabajo. Es un acto unilateral en cuanto depende, únicamente, de la voluntad 
del empleador, y recepticio, en la medida en que produce sus efectos una vez 
conocido por el trabajador”35.  
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Como se indicó, este modo de terminación del contrato de trabajo establece 
tres posibilidades a saber: la primera, cuando cualquiera de las partes toma la 
decisión de dar por terminado unilateralmente el contrato sin justificar su 
decisión. La segunda, cuando el empleado invocando una o varias causas 
listadas en el artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo (Subrogado por el 
Decreto Ley 2351 de 1965) toma la decisión de motivar la terminación del 
contrato que lo vincula con el empleador, y la tercera, cuando el empleador es 
quien de forma unilateral toma la decisión de dar por terminado el contrato de 
trabajo y para ello sustenta su decisión en uno o varios de los numerales  del 
literal a) del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo. 
 
 
Para el estudio del tema propuesto, se abordará en forma exclusiva la 
terminación del contrato por la decisión unilateral del empleador invocando una 
o varias de las justas causas previstas en el artículo 62 literal a) numerales 1 
a 15 del Código Sustantivo del Trabajo. 
 
 
El artículo 62 citado, establece un listado de hechos genéricos que al 
acontecer facultan al empleador (literal a) a dar por terminado el contrato de 
trabajo, sin que para ello se deba pagar la indemnización prevista en el artículo 
64 del estatuto laboral. 
 
 
El listado de justas causas de terminación del contrato por parte del empleador 
no se agota en aquellas enumeradas en el Código Sustantivo del Trabajo, 
pues normas relacionadas con procesos de intervención administrativa de 
entidades financieras (artículo 22 literal b de la Ley 510 de 1999) e intervención 
de actividades cooperativas (artículo 2 Literal c) del Decreto Extraordinario 756 
de 2000) incluyeron nuevas justas causas que puede invocar el empleador 
para dar por terminado el contrato de trabajo. Así como la Ley 1010 de 2006 
“Por medio de la cual se adoptan medidas para prevenir, corregir y sancionar 




Sin embargo, es importante indicar que el listado del artículo 62 del Código 
Sustantivo del Trabajo y aquellas establecidas en las normas de intervención 
financiera y cooperativa, constituyen un listado taxativo, sin que sea posible 
alegar o sustentar una justa causa por fuera de ellas. Sobre el punto indicó la 
H. Corte Constitucional lo siguiente: “los motivos del despido deben 
caracterizarse suficientemente en las causales legales o convencionales, sin 
que se permita su interpretación analógica o la posibilidad de alegar otras 
 
 
causales distintas. De tal modo entonces, se garantiza la legalidad de la 
terminación unilateral del contrato por justa causa”.36  
 
 
La doctrina ha entendido que cuando el empleador toma la decisión del 
despido, lo puede realizar en forma verbal o escrita, sin embargo, el mismo 
artículo le impone la obligación de informarle al trabajador el motivo o los 
motivos o las causas que lo llevaron a tomar la decisión de dar por terminado 
el contrato de trabajo. Los motivos o causas invocadas, que no sean 
informadas al trabajador, no pueden adicionarse o invocarse en forma 
posterior por el empleador, lo anterior con el fin de proteger el derecho de 
defensa del trabajador.37 
 
 




“Otra conquista importante del derecho laboral en la materia ha 
sido la de obligar a las partes, y particularmente al empleador, a 
motivar la terminación del contrato, es decir, a dar en el momento 
de la ruptura, una explicación clara de la causa o motivo, que, 
desde luego, no podrá ser distinto ni contrario a cuantos ha 
establecido la ley en forma expresa como suficientes para 
justificar la terminación del vínculo. (…) 
 
 
Precisamente, para asegurar esta finalidad, el texto que se acaba 
de citar [Artículo 66 del Código Sustantivo del Trabajo] impide 
modificar o alegar posteriormente la causa o el motivo que se 
alegó en un principio. Si así no fuere, el sistema de causar 
expresamente para terminar el contrato carecería de fundamento 
e importancia en la legislación; y, de otra parte, no habría ruptura, 
por ilegal y abusiva que fuese, que no hallara a la postre una 
justificación por el empleador, si se le permitiera alegar o 
presentar judicialmente aquellas que considera posible 
demostrar y todas las veces en la que la primitivamente alegada 
                                                     
36 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. T-546. Expediente nro. T-
269.754 (15, mayo, 2000). M.P.: VLADIMIRO NARANJO MESA. [en línea]. Recuperado en 
2019-12-01. Disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/2000/T-546-
00.htm 
37 CASTAÑEDA DUQUE, Liliana María. TERMINACIÓN DEL CONTRATO DE TRABAJO. En: 
CADAVID, I., coord. Derecho Laboral Individual Colombiano. Colombia. Medellín: Sello 




fuera falsa, o no pudiera probarla, o no estuviera elegida en 
causa suficiente para la ruptura demandada”.38  
 
 
Así mismo, y como mecanismo de protección al trabajador, cuando existiendo 
justa causa el empleador decide hacer uso de la facultad de la terminación del 
contrato, la H. Corte Suprema de Justicia ha indicado que, como presupuesto 
de la terminación, se debe dar con el requisito de inmediatez entre el momento 
de la comisión de la justa causa y el momento de la terminación del contrato.  
 
 
Indica López Guerrero “Al respecto la Sala Laboral de la Corte Suprema de 
Justicia [cita del texto Sentencia del 30 de julio de 1976] expreso que el 
despido debe surtirse con tanta oportunidad que no quede la menor duda que 
está respondiendo a la justa causa que se le imputa al trabajador y no a otro 
evento. Obviamente esta inmediatez no implica simultaneidad pues se 




La terminación que se realiza en los anteriores términos exonera al empleador 
de pagar la indemnización por despido unilateral prevista en el artículo 64 del 




El citado artículo establece las siguientes justas causas de terminación del 
contrato que puede invocar el empleador: 
 
 
2.4.1 El haber sufrido engaño por parte del trabajador, mediante la 
presentación de certificados falsos para su admisión o tendientes a 
obtener un provecho indebido 
 
 
La presente justa causa deriva del incumplimiento del deber previsto en el 
artículo 55 del estatuto laboral, pues es deber de las partes actuar desde el 
nacimiento, ejecución y liquidación del contrato amparados bajo el principio 
constitucional de la buena fe. 
 
 
                                                     
38 GONZÁLEZ, Ch.. Op. cit. p. 534-535. 
39 LÓPEZ GUERRERO, Andrea. REFLEXIONES SOBRE LA TERMINACIÓN DEL 
CONTRATO DE TRABAJO EN COLOMBIA. En: MANRIQUE, J., coord. Derecho DEL 
TRABAJO ACTUAL. Colombia. Bogotá: Editorial Universidad Externado de Colombia, 2012. 
pp. 288. ISBN 978-958-710-789-0 
 
 
El desconocer este deber buena fe, presentando al momento de la 
contratación y con el fin de ser contratado, certificados falsos, además que 
viola el deber hace incurrir en error en la decisión del empleador, pues se 
contrata a una persona que no cumple con el perfil requerido, las necesidades 
de conocimiento, o experiencia la requeridas para el cargo. Así mismo, durante 
la ejecución del contrato, si el trabajador presenta certificaciones contrarias a 
la realidad, con el fin de obtener un provecho indebido, el comportamiento se 
enmarca en la descripción de la justa causa. 
 
 
2.4.2 Todo acto de violencia, injuria, malos tratamientos o grave 
indisciplina en que incurra el trabajador en sus labores, contra el 
empleador, los miembros de su familia, el personal directivo o los 
compañeros de trabajo 
 
 
La presente justa causa tiene como finalidad establecer las consecuencias por 
las conductas de violencia, injuria, malos tratamientos o grave indisciplina, 
mismas conductas que deberán presentarse en el desarrollo de la prestación 
personal del servicio para la cual fue contratado, es decir, en palabras del 
estatuto laboral “en sus labores”, descartándose por estar incluidas en la 
causal tercera del mismo artículo las que desarrolle por fuera de la empresa. 
 
En cuanto a la violencia, injuria y malos tratos, es claro que el fin es mantener 
la convivencia pacífica y el respeto debido a la dignidad humana y en aquellos 
actos de indisciplina dar cumplimiento a la obligación especial prevista en el 
numeral primero del artículo 58 del Código Sustantivo del Trabajo, por la 
dependencia y subordinación propia de la relación laboral.  
 
 
2.4.3 Todo acto grave de violencia, injuria o malos tratamientos en que 
incurra el trabajador fuera del servicio, en contra del empleador, de los 
miembros de su familia o de sus representantes y socios, jefes de taller, 
vigilantes o celadores 
 
 
En esta justa causa corresponde a la descripción de una conducta de 
violencia, injuria o malos tratamientos, pero si bien dichos actos pueden 
presentarse en el devenir de la relación laboral, sólo serán calificados para que 




Deriva esta justa causa de la obligación de lealtad y respeto mutuo que se 
deben las partes de la relación laboral durante la ejecución del contrato y con 




Los destinatarios de la violencia, injuria o malos tratamientos podrán ser: 
 
 
El empleador, entendiendo por este la persona natural, o los representantes 
legales en el caso de las personas jurídicas y en ambos, aquellos que describe 
el artículo 32 del Código Sustantivo del Trabajo, los que establezca la ley, la 
convención o el reglamento interno de trabajo. Así mismo los directores, 
gerentes, administradores, síndicos o liquidadores, mayordomos, capitanes de 
barco y en general quienes realizan actos de representación con la 
aquiescencia expresa o tácita del empleador. 
 
 
Los miembros de la familia del empleador, cuando éste actúa como persona 
natural o los familiares de sus representantes y socios, cuando el empleador 
es persona jurídica. Aclarando que con relación a los socios sólo será aplicable 




Los jefes de taller, vigilantes o celadores. Así mismo, la conducta de violencia, 
injuria o malos tratamientos deberá ejercerse por fuera de la empresa, o en 
palabras del código laboral “fuera del servicio”. 
 
 
Sobre esta especial justa causa de terminación del contrato, es importante 
indicar que la misma fue objeto de juicio de constitucionalidad por parte de la 
H. Corte Constitucional, mediante Sentencia C-299 de 1998 declaró 
“EXEQUIBLE el numeral 3 del literal a) del artículo 62 del Código Sustantivo 
del Trabajo, en los términos de la presente sentencia y, bajo el entendido que, 
para aplicar esta causal, es requisito indispensable que se oiga previamente 
al trabajador en ejercicio del derecho de defensa”40. 
 
 
En la sentencia antes indicada, la H. Corte Constitucional calificó esta justa 
causa para dar por terminado el contrato como una sanción por un acto del 
empleado; indicó la sentencia que: “Cuando ocurra una de las situaciones 
descritas en la norma, y una vez se haya oído al empleado, el empleador 
puede recurrir a la terminación del contrato a manera de sanción para el 
comportamiento reprochable del trabajador; así como en la conducta 
socialmente reprochable existe la sanción penal por parte del Estado, la ley ha 
querido otorgar al empleador la posibilidad de sancionar una conducta que va 
                                                     
40 COLOMBIA. CORTE CONSTITUCIONAL. Sentencia nro. C-299. Expediente nro. D-1904 
(17, JUNIO, 1998). M.P.: CARLOS GAVIRIA DÍAZ. [en línea]. Recuperado en 2019-12-01. 
Disponible en: https://www.corteconstitucional.gov.co/Relatoria/1998/C-299-98.htm 
 
 
en contra del comportamiento deseado dentro de una relación laboral, sin que 
con esto se pretenda "esclavizar" al trabajador.  Simplemente se propende a 
conservar una situación de respeto mutuo y lealtad con ocasión de la relación 
laboral, y cuando ella se hace imposible por una conducta del empleado, su 
empleador pueda terminar el vínculo”. 41 
 
 
2.4.4 Todo daño material causado intencionalmente a los edificios, 
obras, maquinarias y materias primas, instrumentos y demás objetos 
relacionados con el trabajo, y toda grave negligencia que ponga en 
peligro la seguridad de las personas o de las cosas 
 
 
La justa causa de terminación del contrato descrita en el literal a) numeral 
cuarto, responde al incumplimiento de la obligación especial del trabajador 
descrita en el artículo 58 del código, pues se le impone que deberá conservar 
y restituir en buen estado salvo el deterioro normal, las herramientas para el 
desarrollo de sus labores, así como se le prohíbe en el artículo 60 del Código 
Sustantivo del Trabajo que los sustraiga de la fábrica, taller o establecimiento. 
 
 
Establece la causal que el comportamiento debe revestir la calificación de 
intencional, desarrollado sobre edificios, obras, maquinaria, materias primas, 
instrumentos que estén relacionados con el trabajo.  
 
 
Así mismo, los daños que se deriven ya no de un comportamiento doloso sino 
culposo, en cuanto a exponer al peligro a las personas o las cosas, provenga 
de una conducta negligente, que además revista la condición de grave. 
 
 
2.4.5 Todo acto inmoral o delictuoso que el trabajador cometa en el 




Esta justa causa reprocha dos tipos de conductas, (i) las delictuosas las cuales 
deben referencia a conductas tipificadas en el Código Penal o calificadas como 
delitos en otros ordenamientos, por lo cual el comportamiento que deberá 
demostrarse será la comisión de una de aquellas conductas previstas en el 
ordenamiento penal, (ii) los actos inmorales, es claro que se trata de un 
definición ambigua y ampliamente subjetiva e indeterminada, y sólo constituirá 
justa causa cuando en forma general este comportamiento sea calificado de 
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esta forma, por ello y con el fin de salvaguardar los derechos del trabajador, 
se requerirá para su aplicación, que previamente el empleador establezca los 




2.4.6 Cualquier violación grave de las obligaciones o prohibiciones 
especiales que incumben al trabajador de acuerdo con los 
artículos 58 y 60 del Código Sustantivo del Trabajo, o cualquier falta 
grave calificada como tal en pactos o convenciones colectivas, fallos 
arbitrales, contratos individuales o reglamentos 
 
 
La presente justa causa tiene como objeto establecer la consecuencia de 
terminación del contrato por acciones u omisiones derivadas de la violación de 
las obligaciones o prohibiciones previstas en la ley laboral, sólo y cuando éstas 
revistan cierta gravedad. 
 
 
El artículo 58 del Código Sustantivo del Trabajo establece una lista de nueve 
(9) obligaciones especiales del trabajador y el artículo 60 del Código 
Sustantivo del Trabajo determina ocho (8) prohibiciones a los trabajadores, 
reiterando que no es sólo el incumplimiento de la obligación especial o el 
realizar la conducta prohibida la que genera la ocurrencia de la justa causa, 
pues por expresa disposición de la causal se requiere que la violación tenga 
el carácter de grave. 
 
 
Así mismo se constituye justa causa la ocurrencia de faltas graves calificadas 
de esta forma en el contrato de trabajo, el reglamento interno, la convención 




2.4.7 La detención preventiva del trabajador por más de treinta (30) días, 
a menos que posteriormente sea absuelto; o el arresto correccional que 
exceda de ocho (8) días, o aun por tiempo menor, cuando la causa de la 




En cuanto a la detención preventiva del trabajador por más de treinta (30) días, 
es importante indicar que la misma deriva de la imposibilidad del trabajador 
para prestar el servicio contratado, por cuanto al restringirse su libertad, bien 
sea a través de la detención en centro carcelario o en la vivienda en los casos 
que procede, no podrá prestarse el servicio. 
 
 
En esta justa causa, igualmente es pertinente indicar que la detención 
preventiva, tiene como finalidad y por razones excepcionales que el sindicado 
sea privado de la libertad en cuanto se desarrolla el juicio, por lo cual la misma 
norma laboral determina que terminado el contrato en virtud de esta justa 
causa, la misma gozará de esta calificación, sólo hasta el momento en que se 
profiera la decisión ejecutoriada en la cual no se encuentre responsable del 
delito al trabajador, caso en el cual, la causal que era justa, deviene en injusta, 
y se deberán reconocer al trabajador la indemnización de ley. 
 
 
Con relación al arresto correccional, es importante anotar que, a partir del 
noveno (9) día, será causal sin condicionamiento para dar por terminado el 
contrato de trabajo, sin embargo, siendo inferior a ocho (8) días, podrá ser 
justa causa de terminación sólo cuando la causa de la detención sea lo 
suficiente para justificar la extinción del contrato. 
 
 
2.4.8 El que el trabajador revele los secretos técnicos o comerciales o 
dé a conocer asuntos de carácter reservado, con perjuicio de la empresa 
 
 
La justa causa a la cual hace referencia el numeral 8 del literal a) del artículo 
62 del Código Sustantivo del Trabajo, se relaciona con el incumplimiento de la 
obligación especial del artículo 58 numeral segundo del Código Sustantivo del 
Trabajo, el cual establece que el trabajador no podrá comunicar con terceros, 
que tenga autorización, la información sobre su trabajo, información de 




Se trata de una justa causa que tiene como objeto proteger la información 
confidencial, los secretos técnicos o la información comercial reservada a la 
cual tiene acceso el empleado. Pues su divulgación tendrá la virtud de generar 
una pérdida económica para el empleador. 
 
 
Esta causal requiere adicionalmente no sólo la divulgación de la información, 










2.4.9 El deficiente rendimiento en el trabajo en relación con la capacidad 
del trabajador y con el rendimiento promedio en labores análogas, 




La presente causal permite al empleador prescindir con justa causa de los 
servicios del trabajador, cuando éste mantiene un deficiente rendimiento en el 
trabajo, sin embargo, con el fin de evitar injusticias para con el trabajador, la 
ley quiso objetivar la causal y determinó que se requería la comparación de la 
labor del trabajador con otros trabajadores que realizaran labores análogas y, 




Mediante el Decreto 1373 de 1996, se estableció un procedimiento obligatorio, 
para requerir al trabajador y otorgarle oportunidades para exponer las razones 
por su baja productividad y dar tiempos para mejorarla. 
 
 
Se indica en el Decreto 1373 de 1996:  
 
 
“Artículo 2. Para dar aplicación al numeral 9) del artículo 7o. del Decreto 
2351 de 1965, el patrono deberá ceñirse al siguiente procedimiento: 
 
a. Requerirá al trabajador dos (2) veces, cuando menos, por escrito, 




b. Si hechos los anteriores requerimientos el patrono considera que 
aún subsiste el deficiente rendimiento laboral del trabajador, 
presentará a éste un cuadro comparativo de rendimiento promedio 
en actividades análogas, a efecto de que el trabajador pueda 




c. Si el patrono no quedare conforme con las justificaciones del 







2.4.10 La sistemática inejecución, sin razones válidas, por parte del 
trabajador, de las obligaciones convencionales o legales 
 
 
Uno de los elementos esenciales de la relación laboral, conforme al artículo 23 
del Código Sustantivo de Trabajo (subrogado por el artículo 1 de la Ley 50 de 
1990) los constituye la continua subordinación, entendiendo este elemento 
como la facultad que tiene el empleador “para exigirle el cumplimiento de 
órdenes, en cualquier momento, en cuanto al modo, tiempo o cantidad de 
trabajo, e imponerle reglamentos,”. 
 
 
La sistemática inejecución de las obligaciones legales o convencionales, 
ordenes o reglamentos, constituye un desconocimiento a este elemento 
esencial, razón por la cual el incumplimiento faculta al empleador a justificar la 
terminación del contrato de trabajo. 
 
 
Es importante indicar, que no cualquier incumplimiento a las obligaciones 
legales o convencionales, faculta al empleador para invocar la justa causa, 
pues como lo indica la norma se requiere que este sea sistemático, es decir, 
reiterado o que sucede repetidamente en un espacio de tiempo. 
 
 




Esta justa causa se determina con el cumplimiento de unos presupuestos que 
la misma norma contiene. En primer lugar, se trata de un vicio el cual conforme 
a la definición de la Real Academia Española de la Lengua lo constituye en su 
quinta acepción como: “el defecto o exceso que como propiedad o costumbre 
tienen algunas personas, o que es común en una colectividad”.42 
 
 
Así mismo se requiere que el vicio del trabajador trascienda de la esfera 




Por último, es necesario que el vicio se desarrolle en el entorno de trabajo, 
pues los vicios que se desarrollan por fuera del lugar de trabajo pertenecen a 
la esfera personal en la cual el legislador laboral no puede intervenir. 
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2.4.12 La renuencia sistemática del trabajador a aceptar las medidas 
preventivas, profilácticas o curativas, prescritas por el médico del 
empleador o por las autoridades para evitar enfermedades o accidentes 
 
 
Nuevamente el Código Sustantivo del Trabajo establece una justa causa 
fundamentada en el incumplimiento de las obligaciones especiales del 
trabajador contenidas en el artículo 58 del estatuto del trabajo, es así como al 
trabajador se le impone la prestación de “observar las medidas preventivas 
higiénicas prescritas por el médico del patrono o por las autoridades del ramo”. 
Esta justa causa, como otras, requiere para su aplicación que la renuencia a 
las medidas de salud preventivas, profilácticas o curativas prescritas sea 




Igualmente presupone que estas “medidas preventivas, profilácticas o 
curativas” sean prescritas por el médico designado por el empleador o 
impuestas por las autoridades laborales. 
 
 
Así mismo tengan como finalidad enfermedades o accidentes, que puedan 
llegar a tener origen en la labor que el trabajador desempeña, por ello, se 
excluyen aquellas que tengan origen no profesional. 
 
 
2.4.15 La ineptitud del trabajador para realizar la labor encomendada 
 
 
La ineptitud del trabajador para realizar la labor encomendada, se encuentra 
enmarcada en la finalidad del contrato de trabajo, corresponde al trabajador 
realizar la labor en los términos indicados (Artículo 58 numeral 1 Código 
Sustantivo del Trabajo) por ellos, y si quien la realiza no tiene la suficiente 
idoneidad para desarrollarla, o se encuentra inhabilitada para ejercerla, o no 
tiene conocimiento, o no tiene las competencias necesarias, incumple su 
contrato de trabajo y faculta al empleador para terminarlo con justa causa. 
 
 
Es importante indicar que la ineptitud para realizar la labor encomendada sólo 
es justa causa en las labores que en virtud del contrato de trabajo o documento 
posterior le hayan sido asignadas, por lo que la ineptitud para desarrollar 
aquellas diferentes a las contratadas no facultarán al empleador a tomar la 





2.4.16 El reconocimiento al trabajador de la pensión de la jubilación 
o invalidez estando al servicio de la empresa 
 
 
El reconocimiento de la pensión de vejez, pensión de jubilación o invalidez 
constituye justa causa para dar por terminada la relación laboral. 
 
 
Sin embargo, para que opere la misma, se establecieron requisitos 
adicionales, con el fin de garantizar el mínimo vital del trabajador y su familia, 
para ello se requiere adicionalmente que el trabajador sea notificado del acto 
que le reconoce la pensión y así mismo notificado de la inclusión en la nómina 
de pensionados de la entidad que la reconoce. 
 
 
2.4.17 La enfermedad contagiosa o crónica del trabajador, que no tenga 
carácter de profesional, así como cualquiera otra enfermedad o lesión 
que lo incapacite para el trabajo, cuya curación no haya sido posible 
durante ciento ochenta (180) días. El despido por esta causa no podrá 
efectuarse sino al vencimiento de dicho lapso y no exime al empleador 
de las prestaciones e indemnizaciones legales y convencionales 
derivadas de la enfermedad 
 
 
Son varios los supuestos que contiene la presente justa causa, es así como, 
debe tratarse de una enfermedad que no tenga origen profesional, que el 
trabajador se encuentre incapacitado en forma continua por 180 días, bien por 
el acaecimiento de una enfermedad o por cuanto la lesión que lo afecta no sea 
superada. 
 
Es importante indicar que la terminación del contrato en este supuesto 
obedece a la protección de un interés general, pues la enfermedad contagiosa 
puede constituir un perjuicio para los demás trabajadores del entorno laboral 
del trabajador que la padece. 
 
 
2.5 NATURALEZA JURÍDICA DE LA TERMINACIÓN UNILATERAL 
DEL CONTRATO POR JUSTA CAUSA  
 
 
2.5.1 La terminación unilateral del contrato por el empleador invocando 





El diccionario de la Real Academia Española indica que es un vocablo del latín 
sanctio, -ónis y que significa “pena que una ley o un reglamento establecen 




En su libro Introducción al Estudio del Derecho, el autor mexicano Eduardo 
García Máynez define la sanción como: “la consecuencia jurídica que el 
incumplimiento de un deber produce en relación con el obligado. Como toda 
consecuencia de derecho, la sanción encuéntrase condicionada por la 
realización de un supuesto. Tal supuesto tiene carácter secundario, ya que 
consiste en la inobservancia de un deber establecido por una norma a cargo 
del sujeto sancionado. La obligación cuyo incumplimiento representa el 
supuesto jurídico de la sanción, deriva a su vez de otro supuesto, al que 
lógicamente corresponde el calificativo de primario. Si las obligaciones que 
éste condiciona son cumplidas, el secundario no se realiza y, 
consecuencialmente, la sanción no puede imponerse.”44  
 
 
Guillermo Cabanellas define la corrección disciplinaria, estableciéndola como 
un sinónimo de sanción y definiendo la misma como: “aquel castigo 
discrecional que, dentro de los límites legales o reglamentarios, impone el 
superior al inferior o subordinado, por alguna falta leve cometida”45.  
 
 
En materia laboral, la facultad sancionaría del empleador al trabajador deriva 
claramente del poder de corrección que éste ostenta con el fin de mantener la 
paz y la armonía en el establecimiento del trabajo, así mimo, con el fin de 
asegurar su poder de subordinación y permitir el cumplimiento de las órdenes 
que como empleador emita. 
 
 
Orjuela Guerrero sobre el tema expone que: “[d]dentro del ámbito del poder 
reglamentario se instaló y ejerce el poder disciplinario del empleador, 
enderezado a corregir la conducta de aquellos trabajadores que incurren en 
faltas a sus deberes, violación a las prohibiciones, o incumplimiento de las 
obligaciones establecidas en la ley, reglamento de trabajo convención o pactos 
colectivos, en el mismo contrato de trabajo, o en laudo arbitral, y que se 
materializa en la posibilidad de disciplinar e imponer sanciones al trabajador”. 
Sobre el despido con justa causa expone el autor que la misma puede tener la 
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naturaleza cuando así está establecida en el reglamento interno de trabajo y 
será la consecuencia de una falta de tal gravedad “que signifique un 
rompimiento irreparable de la relación de confianza que debe existir entre el 
trabajador y el empleador, o bien, porque supere el número anual de 
suspensiones que sumadas excedan 30 días”.46 
 
 
Conforme lo anteriormente expuesto, las partes en ejercicio de la autonomía 
de la voluntad, a través del reglamento interno de trabajo, en la convención y 
el pacto colectivo, pueden determinar que conductas pueden ser calificadas 
como graves calificándolas como sanción y en consecuencia establecer como 
castigo la terminación del contrato de trabajo con justa causa. 
 
 
Se hace importante indicar que la jurisprudencia de la H. Corte Constitucional, 
tanto en fallos de constitucionalidad como de revisión, estableció pautas en 
cuento a la tipificación de sanciones en reglamentos de propiedad horizontal, 
manuales de convivencia y reglamentos internos de trabajo. 
 
 
Con fundamento en el derecho al debido proceso, se deberá cumplir con la 
garantía de legalidad, la cual garantiza que la sanción que por acuerdo se 
establezca, debe estar determinada tanto formal como temporal, esto es 
incluirse en los mencionados reglamentos y comunicarse en las formas 
establecidas para cada uno de ellos. De esta forma la persona conoce a partir 
de qué momento su actuar puede constituir una sanción y garantiza que no 
existirá sanción sin norma anterior. 
 
 
Igualmente se debe garantizar la tipicidad, por cuanto se debe indicar en forma 
clara las conductas prohibidas, la sanción por la violación de la conducta, 
determinación de los criterios para su imposición y el procedimiento 
establecido para ello.  
 
En este punto, la H. Corte Constitucional ha establecido la obligación de 
describir la conducta en forma clara, expresa e inequívoca, para lo cual deberá 
establecerse: “(i) el grado de culpabilidad del agente (si actuó con o sin 
intención); (ii) la gravedad de su conducta (si por su naturaleza debe ser 
calificada como leve, grave o gravísima); y (iii) la graduación de la respectiva 
sanción (mínima, media o máxima según la intensidad del comportamiento”.47  
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No sólo en desarrollo de acuerdos individuales o colectivos pueden calificarse 
conductas como sanciones, el legislador se encuentra facultado para que 
mediante una ley determine a que a título de sanción pueda darse por 
terminado con justa causa el contrato de trabajo. Ejemplo del ejercicio de esta 
facultad es la Ley 1010 de 2006, por medio de la cual se adoptan medidas 
para prevenir, corregir y sancionar el acoso laboral y otros hostigamientos en 
el marco de las relaciones de trabajo.  
 
 
En su artículo décimo establece el tratamiento sancionatorio del acoso laboral, 
expresamente se indica: “6. Como justa causa de terminación o no renovación 
del contrato de trabajo, según la gravedad de los hechos, cuando el acoso 
laboral sea ejercido por un compañero de trabajo o un subalterno”. 
 
 
En desarrollo de su competencia constitucional la H. Corte Constitucional, 
analizando la constitucionalidad del numeral tercero, del literal a) del artículo 
62 del Código Sustantivo del Trabajo, determinó que la causal indicada 
constituía una sanción derivada del comportamiento desarrollado por el 
trabajador.   
 
 
La Sentencia C-299 de 1998 con ponencia del Magistrado Carlos Gaviria Díaz 
Consideró: 
 
“La subordinación a la que está sujeto el trabajador en el contrato de 
trabajo rige solamente para los efectos propios que se derivan de la 
relación laboral, es decir, para el cumplimiento de la actividad, servicio, 
o labor contratada y que, como se expresó, permite al empleador dar 
órdenes, dirigir al trabajador, imponerle reglamentos, o sancionarlo 
disciplinariamente, y otra es la prohibición contenida en la norma citada, 
que pretende simplemente, evitar que el trabajador observe algunos 
comportamientos que lesionen moral o físicamente al patrono, su 
familia, sus representantes y algunos empleados, fuera del lugar de 
trabajo, pero que pueden afectar el cumplimiento armónico y pacífico 
del contrato de trabajo.  Cuando ocurra una de las situaciones descritas 
en la norma, y una vez se haya oído al empleado, el empleador puede 
recurrir a la terminación del contrato a manera de sanción para el 
comportamiento reprochable del trabajador; así como en la conducta 
socialmente reprochable existe la sanción penal por parte del Estado, 
la ley ha querido otorgar al empleador la posibilidad de sancionar una 
conducta que va en contra del comportamiento deseado dentro de una 
                                                     








Igualmente, la jurisprudencia constitucional ha establecido algunos criterios, 
para determinar cuándo conductas del empleador pueden constituir justa 
causa de terminación del contrato a título de sanción. Un primer criterio lo 
establece al indicar que aquellas justas causas que tienen como origen causas 
no derivadas de comportamientos desarrollados en virtud de la relación laboral 
y por el contrario no se presentan en el lugar en la cual se desarrolla la labor 
o por fuera de del horario establecido por el empleador, son calificados como 
una sanción.  
 
 
Entorno al punto anterior se indica en la sentencia T-362 de 2000 se indicó “Es 
así como, frente a la aludida causal debe tenerse el máximo cuidado, 
exigiéndole al patrono para su aplicación, que el trabajador haya ejercido 
previamente su derecho a la defensa, toda vez que el despido podría 
convertirse en una sanción, bajo el pretexto de mantener la disciplina y el 
respeto dentro de la empresa, extendiéndola hasta aspectos donde 
normalmente el patrono no tiene un poder disciplinario pleno sobre el 
trabajador, situación que es completamente diferente a las que se presentan 
en los casos que ahora estudia la Sala, donde si se trata de eventos ocurridos 
directamente dentro de la relación contractual, en desarrollo de las funciones 
asignadas a estos trabajadores, que deben ser valorados inicialmente por el 
empleador y luego apreciados y juzgados por el juez ordinario laboral, con 
posterioridad al despido”49. 
 
 
La Sala Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia ha negado la naturaleza 
de sanción a la terminación del contrato en consideración a la finalidad que la 
misma tiene y, se indica por parte de la Corte que: 
 
 
“Ahora, de que el despido no es una sanción disciplinaria no 
queda duda, al tenor de la jurisprudencia constante de esta 
Corporación al respecto. Jurisprudencia que encuentra su razón 
lógica en el argumento de que la sanción disciplinaria, que se 
deriva del poder subordinante del patrono, tiene como finalidad 
corregir, lo que presupone la persistencia del contrato de trabajo, 
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en tanto que el despido, sea justo o injusto, persigue la extinción 
del vínculo jurídico. Y por ello, conforme a la ley art. 10 del 
Decreto 2351 de 1965) no era indispensable tampoco cumplir, 
frente al actor despedido, un trámite que sólo es perentorio en el 
caso de irse a aplicar una sanción disciplinaria”. 
 
 
En consecuencia, la sala Laboral de la Corte considera que la 
sanción disciplinaria se constituye en una manifestación del 
poder subordinante esencia de la relación laboral y la misma 
tiene la finalidad de corregir el comportamiento del trabajador, lo 
cual presupone la continuidad del vínculo. Por el contrario, la 
terminación del contrato busca extinguir la relación laboral 
existente, siendo en consecuencia la primera una sanción y la 




En reciente pronunciamiento explica la H. Corte Suprema de Justicia, con 
fundamento en la interpretación del artículo 115 del Código Sustantivo del 
Trabajo, las facultades disciplinarias contenidas en el reglamento interno de 
trabajo las razones por las cuales no puede considerarse a la terminación 
como una sanción.  
 
 
2.5.2 Es la terminación por incumplimiento del contrato de trabajo, la 
decisión unilateral del empleador invocando una justa causa 
 
 
La fuerza obligatoria de los contratos, siendo el trabajo uno de ellos, deriva del 
artículo 1602 del Código Civil, el cual establece “Todo contrato legalmente 
celebrado es una ley para los contratantes, (…). La norma antes indicada 
contiene el principio universal “servanda est fides, pacta sunt servanda”. 
 
 
Conforme se indica en el artículo 55 del Código Sustantivo del Trabajo “El 
contrato de trabajo, como todos los contratos, debe ejecutarse de buena fe y, 
por consiguiente, obliga no sólo a los que en él se expresa sino a todas las 
cosas que emanan precisamente de la naturaleza de la relación jurídica o que 
por la ley pertenecen a ella”. 
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Conforme lo expone el tratadista González Charry51 la terminación del contrato 
por justa causa es una consecuencia lógica del incumplimiento del contrato. 
Considera que se trata de una condición tácita que existe en todo contrato de 
trabajo en virtud de la cual quien es víctima del incumplimiento de las 
obligaciones legales o contractuales, y con base en éste, los autoriza para dar 
legalmente por terminado el contrato. 
 
 
En materia no sólo en particular del contrato de trabajo, sino del contrato en 
general, la buena fe se constituye en un postulado que dirige la ejecución de 
los contratos. El tratadista Guillermo Ospina Fernández indica que este 
postulado es el fundamento de la excepción de contrato no cumplido y de la 
resolución por incumplimiento, indica que: “Desde el momento mismo de la 
celebración de un contrato sinalagmático, las partes saben que este debe 
producir obligaciones reciprocas, y no solamente a cargo de una de ellas. (…)”, 




En desarrollo del principio de la buena fe, la equidad y de las normas generales 
de las obligaciones, se faculta al contratante cumplido, cuando existe un 
incumplimiento grave, a resolver el contrato, pudiendo solicitar en forma 
adicional la indemnización de perjuicios. 
 
 
En este sentido ha indicado la H. Corte Constitucional en sentencia de 
tutela T-546 de 2000 que: “El acto de despido de trabajadores privados, 
en principio, no tiene naturaleza disciplinaria, ni constituye una sanción. 
En efecto, la terminación unilateral del contrato, deriva del principio non 
adimpleti contractus, que consiste en la posibilidad que tiene una parte 
de extinguir unilateralmente una convención pactada, cuando la otra ha 
incumplido determinadas obligaciones. Ahora, si bien en derecho 
laboral, la situación de subordinación en que se encuentra el trabajador 
respecto del empleador, justifica la consagración de algunas 
prerrogativas a su favor, no por ello se desnaturaliza la institución de la 
terminación unilateral del contrato, ni se puede afirmar que adquiere el 
carácter de facultad disciplinaria, por cuanto la terminación del contrato 
y sus facultades disciplinarias obedecen a propósitos diferentes”.53 
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3 ALCANCE DEL ARTÍCULO 29 DE LA CONSTITUCIÓN NACIONAL EN 
LA TERMINACIÓN POR EL EMPLEADOR DEL CONTRATO DE 
TRABAJO CON JUSTA CAUSA 
 
 
La normatividad laboral, anterior a la Constitución Nacional de 1991, consagra 
la facultad del empleador a dar por terminado el contrato de trabajo con justa 
causa, invocando una de las causales previstas en el artículo 62 del Código 
Sustantivo del Trabajo y manifestando los hechos en que se fundamenta la 
causal, sin que exista posibilidad de invocar en forma posterior otros hechos. 
 
 
La Constitución Nacional emitida en el año 1991, contiene un catálogo de 
derechos de naturaleza fundamental dentro de los cuales se garantiza el 
debido proceso en actuaciones administrativas, judiciales y en aquellos 
procedimientos entre particulares en los cuales exista una posición de 
subordinación de una de ellas.  
 
 
La jurisprudencia constitucional y ordinaria han emitido pronunciamientos en 
los cuales dan un alcance al derecho al debido proceso en la terminación del 
contrato de trabajo amplio y otros en los cuales lo restringen. 
 
 
En el presente capítulo se plantearán tres escenarios de aplicación de derecho 
al debido proceso y las garantías que el mismo contiene. Un primer escenario 
en el cual, se deberá dar aplicación a las garantías derivadas del debido 
proceso. Un segundo escenario en el cual, por la naturaleza de la decisión, se 
requerirá dar cumplimiento únicamente a la garantía de la defensa y un tercer 
escenario, en el cual, se garantiza el derecho al debido proceso, dando 
aplicación a los requisitos legales y jurisprudenciales establecidos para dar por 
terminado unilateral y por justa causa el contrato de trabajo. 
 
 
3.1 EXTENSIÓN DE LA GARANTÍA AL DEBIDO PROCESO EN LAS 




Como consecuencia de la expedición de una nueva constitución nacional en 
el año 1991, en Colombia se han venido presentado importantes cambios, en 






Estos cambios se han denominado la constitucionalización de los derechos, 
entendiendo que la ley, no debe ser interpretada en forma independiente, sino 
que la misma debe en forma armónica interpretarse conforme las normas, 
principios, valores y garantías previstas en la Constitución Nacional. 
 
 
Una de las disciplinas jurídicas en la cual se ha dado aplicación a esta forma 
integral de interpretación, es el derecho laboral y en especial a las formas de 
terminación del contrato. Ejemplo de ello, son los desarrollos que la 
terminación sin justa causa ha tenido.  
 
 
En vigencia de la constitución de 1886, el empleador daba por terminado el 
contrato de trabajo mediante el pago de la indemnización prevista en el artículo 
64 del Código Sustantivo del Trabajo. Una vez entra en vigor la constitución 
de 1991, esa facultad de terminación se encuentra limitada, pues no basta la 
decisión, sino adicionalmente se requiere una justificación válida, pues la 
inexistencia de la misma vulnera el principio de estabilidad laboral y conlleva 
el desconocimiento de derechos fundamentales. Por lo anterior, si la decisión 
es fundamentada en causas que desconocen derechos fundamentales, el 
despido es ineficaz, en razón a contrariar la norma superior. 
 
 
Si bien el artículo 29 de la Constitución Nacional es claro en indicar que “El 
debido proceso se aplicará a toda clase de actuaciones judiciales y 
administrativas”.  La H. Corte Constitucional, ha ampliado, en forma 




La aplicación a los procedimientos que se desarrollan ante particulares se 
sustenta por el tribunal constitucional en la sentencia T-470 de 1999, en 
cuanto, el derecho al debido proceso se establece en favor de toda persona, 
con la finalidad de proteger su dignidad, pues “no podría entenderse como 
semejante garantía, reconocida al ser humano frente a quien se juzga o evalúa 
su conducta, pudiera ser exigible únicamente al Estado”.54  
 
 
Así mismo la sentencia T-623 de 2017 fundamentó su decisión de hacer 
exigible el debido proceso a los particulares, en razón a que a los textos 
constitucionales por su importancia no pueden ser considera letra muerta, por 
el contrario, en su aplicación e interpretación, debe dar eficacia al texto 
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constitucional, así como entenderlos interrelacionados y dependientes unos de 
otros. Se indica en la sentencia: 
 
 
“4.4.2. Ahora bien, la satisfacción de los derechos fundamentales en el 
marco de las interacciones entre particulares también halla su raíz 
constitucional en el carácter indivisible, interrelacionar e 
interdependiente de los mismos. Al respecto, resulta necesario 
considerar que la Constitución Política incorpora una forma de entender 
las relaciones originadas en el Estado colombiano a partir, 
esencialmente, del “respeto de la dignidad humana” (artículo 1º), la 
garantía efectiva de “todos los principios, derechos y deberes” allí 
consagrados (artículo 2º), y el reconocimiento “sin discriminación 




Esta concepción se enmarca en la dinámica de los derechos que, en el 
ámbito internacional, ha determinado el estándar de su protección con 
base en criterios hermenéuticos como el principio “pro persona”, desde 
el cual es posible entender la interdependencia y consecuente 
indivisibilidad de las garantías constitucionales, en el sentido de asumir 
la vulneración sistémica que suelen presentar las afectaciones 
causadas sobre alguna de éstas, en razón de la reciprocidad intrínseca 
que enmarca su satisfacción y la imposibilidad de asimilar 
separadamente su realización. 
  
 
Lo anterior se torna especialmente importante a la hora de valorar la 
protección que este Tribunal ha otorgado al debido proceso en las 
relaciones entre sujetos de derecho privado, pues lejos de referirse a 
una salvaguarda basada en el incumplimiento aislado de trámites o 
procedimientos internos, ha abordado su tutela a partir de afectaciones 
concretas de otros valores ius-fundamentales causadas por el 
desconocimiento de los contenidos mínimos del derecho en referencia, 
a los que ya se ha hecho mención”.55 
 
 
Es importante indicar, que la extensión del derecho al debido proceso a los 
procedimientos ante particulares es excepcional, y se limita sólo al ejercicio 
“de la facultad disciplinaria, entiéndase ésta como la prerrogativa de un sujeto 
para imponer sanciones o castigos (…)” y así mismo, como se indica en la 
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sentencia T-083 de 201056 cuando el particular tiene la facultad, para aplicar 




Siguiendo al profesor español Palomeque López,57 quien planteó el concepto 
de los derechos fundamentales laborales específicos, entiendo por aquellos, 
los derechos fundamentales que se derivan de la relación laboral y de la 
condición de trabajador, un ejemplo sería el derecho de que gozan todos los 
trabajadores a la estabilidad laboral y el concepto de derechos fundamentales 
inespecíficos, entendidos como aquellos derechos constitucionales, que no 
tienen la naturaleza de derechos fundamentales laborales, pero se reconocen 
al trabajador en el ámbito y desarrollo de la relación laboral, no por ser 
trabajador, sino por ser persona, un ejemplo de ellos, puede ser el derecho al 
debido proceso, a la dignidad o al buen nombre. 
 
 
3.2 APLICACIÓN AL DERECHO AL DEBIDO PROCESO 
 
 
Se hace importante indicar que el derecho al debido proceso se aplica por 
regla general a los procesos judiciales y administrativos y en forma 
excepcional a los procesos que se adelanten ante los particulares. 
 
 
La Jurisprudencia constitucional, acepta, que conforme la naturaleza del 
proceso, el derecho deberá ser aplicado con más o menos intensidad. De una 
forma más estricta, en el ámbito penal, pues se aplican todas y cada una de 
las garantías constitucionales contenidas en el artículo 29 de la Constitución 




En los demás procesos se disminuirá la intensidad dependiendo del contenido 
de cada uno de los procedimientos. Para efectos del tema que se ha venido 
tratado, la H. Corte Constitucional en sentencia T-623 de 201758, estableció 
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que, en la imposición de sanciones por parte de particulares, implicaba como 
mínimo las siguientes condiciones para que se garantizará el derecho al 
debido proceso:  
 
 
(i) el principio de legalidad,  
(ii) la debida motivación de la decisión,  
(iii) la publicidad e imparcialidad en las etapas del trámite,  
(iv) la competencia estatutaria del organismo decisorio, y  




En virtud del principio a la autonomía de la voluntad, del cual gozan tanto 
empleador como empleado, se reconoce la posibilidad de acordar entre los 
trabajadores y el empleador bien a través de pacto, convención, reglamento o 
en forma unilateral por el empleador, un procedimiento anterior a la decisión 
por parte del empleador para dar por terminado el contrato con justa causa. 
 
El artículo 13 del Código Sustantivo del Trabajo dispone que las normas 
establecidas constituyen el mínimo de derechos y garantías, negando la 
posibilidad de acuerdos que desconozcan esos mínimos; pero autorizando, 
que con fundamento en la autonomía de la voluntad se acuerden entre 
trabajador y empleador mayores garantías. 
 
En punto de la autonomía de la voluntad la doctrina indica: 
“No obstante la definición que del contrato de trabajo hace el 
artículo 22 del Código Sustantivo del Trabajo tipificándolo como 
un acto o negocio jurídico, por cuanto constituye una 
manifestación de la voluntad reflexivamente dirigida a producir 
efectos en derecho, el principio de la autonomía de la voluntad, 
que es uno de los pilares de la teoría clásica del contrato, y 
aunque aún existe en el contrato de trabajo, sufrió modificaciones 
profundas en su campo de acción. 
 
En efecto, los artículos 13 y 14 del mismo Estatuto señalaron, 
con carácter general, que los derechos y garantías contenidos en 
él constituyen la protección mínima del trabajador. Estos 
derechos y garantías, por ser, además, de orden público, no 
pueden ser objeto de negociación entre las partes, ni produce 
efecto cualquier estipulación que los afecte o los desconozca. 




Presenciamos, así, un periodo de transición que va de la libertad 
contractual, de origen racionalista, al intervencionismo de 
Estado, y que alcanza, incluso, la constitucionalización de tales 
derechos laborales mínimos del trabajador. 
 
Sin embargo, la libertad contractual no fue suprimida. Existe aún para permitir 
a las partes la regulación de sus condiciones de trabajo más amplias que el 
mínimo de derechos previstos en el ordenamiento positivo. Estas pueden ser 
reguladas por el libre acuerdo de voluntades a configurarse el contrato de 
trabajo o a través de la convención o el pacto colectivo de trabajo”.59 
 
Es preciso indicar que la realización de un procedimiento por empleador y 
trabajador requiere del cumplimiento de condiciones establecidas tanto por la 




Es claro que se deberán respetar las garantías mínimas establecidas 
anteriormente, por lo que se deberá establecer cada una de las etapas del 
proceso y determinar en forma clara y completa las causales establecidas 
como justas causas para dar por terminado el contrato. 
 
 
Se requerirá igualmente, el cumplimiento de las garantías contenidas en el 
capítulo IV que regulan el reglamento interno de trabajo y mantenimiento del 
orden en el establecimiento. El artículo 108 numeral 16 del Código Sustantivo 
del Trabajo establece que deberá indicarse “Escala de faltas y sanciones y 
procedimiento para su comprobación; escala de sanciones y forma de 
aplicación de ellas”. La restricción prevista en el artículo 111 del Código 
Sustantivo del Trabajo el cual refiere a la prohibición de sanciones que 
consistan en “penas corporales” o “lesivas de la dignidad del trabajador”. 
 
 
En virtud del principio de legalidad, el artículo 114 del Código Sustantivo del 
Trabajo establece que “El empleador no puede imponer a sus trabajadores 
sanciones no previstas en el reglamento, en pacto, en convención colectiva, 
en fallo arbitral o en el contrato individual”. 
 
 
Por último, el artículo 115 Código Sustantivo del Trabajo establece, que el 
procedimiento para la imposición de sanciones deberá establecer “dar 
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oportunidad de ser oído tanto al trabajador inculpado como a dos (2) 
representantes del sindicato a que éste pertenezca”. Estableciendo como 
consecuencia del desconocimiento, que “no producirá efecto alguno la sanción 
disciplinaria que se imponga pretermitiendo este trámite”. 
 
 
La H. Corte Constitucional en el año 2014 tuvo la oportunidad de conocer la 
acción de inconstitucionalidad presentada por un ciudadano, quien consideró 
que el procedimiento establecido en el artículo 115 del Código Sustantivo del 
Trabajo, que ordenaba escuchar al trabajador en descargos, vulneraba el 
debido proceso y en consecuencia era contrario al artículo 29 de la 
Constitución.  
 
La sentencia declaró en su parte resolutiva: "EXEQUIBLE el artículo 115 del 
Código Sustantivo del Trabajo, por los cargos estudiados en la presente 
providencia"60  
 
En la sentencia antes reseñada la H. Corte consideró:  
 
(…) El artículo 111 consagra que el Reglamento Interno del 
Trabajo puede contener sanciones de tipo disciplinario. Agrega 
que las sanciones previstas no pueden consistir en penas 
corporales, ni en medidas lesivas de la dignidad del trabajador 
(artículo 112), así mismo consagra que cuando la sanción 
consista en suspensión del trabajo, ésta no puede exceder de 
ocho (8) días por la primera vez, ni de dos (2) meses en caso de 
reincidencia de cualquier grado. Cuando la sanción consista en 
multas se prevé que ésta sólo puede causarse por retrasos o 
faltas al trabajo sin excusa suficiente; no puede exceder de la 
quinta (5a) parte del salario de un (1) día, y su importe se 
consigna en cuenta especial para dedicarse exclusivamente a 
premios o regalos para los trabajadores del establecimiento 
(artículo 113). También dispone el Código Sustantivo de Trabajo 
que el empleador no puede imponer a sus trabajadores 
sanciones no previstas en el reglamento, en pacto, en 
convención colectiva, en fallo arbitral o en contrato individual. 
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(…) Por lo anterior, se hace indispensable que los empleadores 
fijen, en los Reglamentos Internos de Trabajo, unas formas o 
parámetros mínimos que delimiten el uso del poder de sancionar 
y que permitan a los trabajadores conocer tanto las conductas 
que dan origen al castigo como su sanción, así como el 
procedimiento que se adelantará para la determinación de la 
responsabilidad. Allí deben fijarse unos mínimos que garantizan 
los derechos al debido proceso y a la defensa de los individuos 
que hacen parte del ente correspondiente”.  
 
Es importante indicar, que la sentencia fue declarada exequible, sin 
condiciones, pues la misma si bien en su sustentación realizó un llamado a 
actualizar los reglamentos de trabajo, estableciendo un procedimiento para la 
imposición de multas y sanciones, en su parte resolutiva no impuso ningún 
condicionamiento o plazo para este efecto. 
 
En conclusión, como prerrequisito de aplicación al derecho al debido proceso 
en la terminación unilateral con justa causa, sólo es exigible ante la existencia 
de un procedimiento determinado en la convención, pacto, reglamento o 
contrato de trabajo, “de lo contrario, si tal procedimiento no existe no puede 
hablarse de una vulneración al debido proceso”.61  
 
3.3 APLICACIÓN DE LA GARANTÍA A LA DEFENSA 
 
La jurisprudencia de la H. Corte Constitucional ha sido reiterativa, en señalar 
que el debido proceso contiene distintas garantías, una de ellas es la garantía 
a la defensa y a la contradicción.  
 
 
La garantía a la defensa se define como “la oportunidad reconocida a toda 
persona, en el ámbito de cualquier proceso o actuación judicial o 
administrativa, de ser oída, de hacer valer las propias razones y argumentos, 
de controvertir, contradecir y objetar las pruebas en contra y de solicitar la 
práctica y evaluación de las que se estiman favorables, así como ejecutar los 
recursos que la ley le otorga”.62  
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Así mismo, se ha indicado que, en toda actuación surtida aún por particulares, 
que tenga como finalidad el ejercicio de facultades disciplinarias, entendidas 
estas, como la prerrogativa de un sujeto para imponer sanciones, se requiere 
que la misma sea precedida de la garantía a la defensa. 
 
 
La garantía mínima será eficiente, en cuanto el particular garantice que el 
inculpado tenga la oportunidad de defenderse de las imputaciones en su 
contra, de aportar las pruebas que busquen probar su inocencia, de 
controvertir aquellas que se le presentan, así mimo, conocer las faltas que le 
imputan, de que se aplique el principio de graduación de la sanción y la 
posibilidad de la doble instancia.  
 
 
Conforme lo indicado, y siguiendo la línea jurisprudencia establecida por la H. 
Corte Constitucional, corresponde aplicar la garantía a la defensa: 
 
 
En aquellas justas causas en las cuales las partes acuerden haber calificado 
como sanciones, en el contrato de trabajo, en la convención, pacto o 
reglamento interno de trabajo. 
 
 
La H. Corte Suprema de Justicia en diferentes fallos ha considerado la 
posibilidad de asimilar la terminación del contrato a una sanción disciplinaria. 
En esta sentencia se indicó:  
 
 
“En efecto, dado que la ley no consagra ningún procedimiento sucedáneo que 
permitiera aplicar las sanciones disciplinarias o despedir a un trabajador – 
cuando el despido sea la conclusión de un trámite convencional o 
reglamentario, por asimilarse la terminación del contrato a una sanción 
disciplinaria o haberse así convenido, o previsto en el reglamento interno de 
trabajo -, si se interpretara el artículo 115 del Código Sustantivo del Trabajo en 
el sentido de no ser renunciable el derecho que tiene el trabajador a que el 
patrono le dé la oportunidad de oírlo a él y a dos representantes del sindicato 
al que pertenece, ocurriría que si el trabajador no comparece el día en el que 
se le cita para ser oído en descargos o manifiesta su intención de que no sea 
escuchados los representantes de la organización sindical a la que se 
encuentra afiliado (siendo factible que no pertenezca a un sindicato, pues el 
derecho de asociación es libre), quedaría imposibilitado el empleador para 
aplicar la sanción o terminar el contrato”. Corte Suprema de Justicia, Sala 





En aquellas justas causas en las cuales se califique por la ley como sanción, 
la terminación del contrato por justa causa. Ejemplo de ello lo constituye el 
artículo 10 Numeral 6 de la Ley 1010 de 2006 el cual determina: “Tratamiento 
sancionatorio al acoso laboral. El acoso laboral, cuando estuviera 
debidamente acreditado, se sancionará así: No 6. Como justa causa de 
terminación o no renovación del contrato de trabajo, según la gravedad de los 




En la Justa causa prevista en el artículo 62 (Subrogado por el decreto Ley 
2351 de 1965) el cual determina terminación del contrato por justa causa. Son 
justas causas para dar por terminado unilateralmente el contrato: 3. Todo acto 
grave de violencia, injuria o malos tratamientos en que incurra el trabajador 
fuera del servicio, en contra del patrono, de los miembros de su familia o de 
sus representantes y socios, jefes de taller, vigilantes y celadores. 
 
 
La razón la constituye la parte motiva de la sentencia, que calificó 
expresamente esta justa causa como una sanción y la declaró exequible “en 
los términos de la presente sentencia y, bajo el entendido de que para aplicar 
esta causal es requisito indispensable que se oiga previamente al trabajador 
en ejercicio del derecho de defensa”.63  
 
 
En forma excepcional debe garantizarse la plenitud de las garantías previstas 
en el artículo 29 superior, cuando: 
 
 
Así mismo, cuando la terminación del contrato de trabajo se fundamente en el 
numeral 3 del literal a) del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, esto 
es: “…todo acto grave de violencia, injuria o malos tratamientos en que incurra 
el trabajador fuera del servicio, en contra del patrono, de los miembros de su 
familia o sus representantes o socios, jefes de taller, vigilantes o celadores”. 
 
 
Lo anterior por cuanto la H. Corte Constitucional al estudiar la acción de 
inconstitucionalidad del numeral 3 del literal a) del artículo 62 del Código 
Sustantivo de Trabajo, profirió la Sentencia de constitucionalidad C-299 de 
1998 que declaró la exequibilidad de la norma “en los términos de la presente 
sentencia y, bajo el entendido de que para aplicar esta |causal es requisito 
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indispensable que se oiga previamente al trabajador en ejercicio del derecho 
de defensa”. 64 
 
 
En la parte motiva de esta sentencia, la H. Corte Constitucional indicó que la 
terminación del contrato de trabajo “debe ser una resolución justa, razonable 
y proporcionada con la conducta asumida por el trabajador” y determinó que 
la disposición era exequible en forma condicionada “siempre y cuando se 
entienda que para su aplicación se requiere que el trabajador haya ejercido 
previamente su derecho de defensa”.65 
 
 
En la justa causa prevista en el numeral 9 del literal a) del artículo 62, el 
proceso para garantizar el derecho al debido proceso, en razón a que le 




3.4 APLICACIÓN DEL ARTÍCULO 62 DEL CÓDIGO SUSTANTIVO DEL 
TRABAJO 
 
El artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, como se ha indicado en 
capítulos precedentes, establece un listado de causas por las cuales el 




Para el caso del empleador, se tipifican quince (15) causales de terminación 
que, al existir, lo facultan para que en forma unilateral pueda terminarse el 
contrato de trabajo, sin lugar al pago de la indemnización prevista en el artículo 
64 (modificado por el artículo 28 de la Ley 789 de 2002). 
 
 
El empleado igualmente tiene la posibilidad de invocar ocho (8) causales, para 
dar por terminado unilateralmente el contrato de trabajo, en este caso, nacerá 
el derecho para el empleado de reclamar a su empleador la indemnización 
prevista en el artículo 64 del Código Sustantivo del Trabajo. 
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La normatividad laboral, contiene una obligación tanto para el empleador como 
para el trabajador, prevista y en el parágrafo único del artículo 62 del Código 
Sustantivo del Trabajo, el cual establece la carga de que “La parte que termina 
unilateralmente el contrato de trabajo debe manifestar a la otra, en el momento 
de la extinción, la causal o motivo de esa determinación. Posteriormente no 
puede alegar válidamente causales o motivos distintos”. 
 
 
La Sala Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia ha mantenido 
jurisprudencia reiterada y pacífica, de los diferentes presupuestos para dar por 
terminado el contrato por justa causa, son estos:  
 
 
Con fundamento en el de la buena fe, al darse por terminado el contrato, no 
sólo deberán indicarse “la causal o motivo de esa determinación”, sino en 
forma adicional indicar los hechos que sustenta esa causal o motivo. 
 
 
Tanto la necesaria invocación de la causal o motivo, como los hechos en que 
la misma se funda, tienen como finalidad, y así lo reconoce la jurisprudencia, 
de garantizar al trabajador el ejercicio de su derecho de defensa, para que 
pueda determinar si la misma es ilegal o si los hechos en que funda son ciertos 




El requisito previsto en el parágrafo, interpretado en consonancia con el 
artículo 55 del Código Sustantivo del Trabajo, es un desarrollo del postulado 
de la buena fe, pues, exige no sólo la invocación de la causal o motivo, en 
forma genérica, pues se requiere para que surta efecto, que la misma sea 
enunciada en forma específica y así mismo, que se precisen los hechos 
específicos en los cuales se sustente. 
 
 
En sentencia de la Sala de Casación Laboral de la H. Corte Suprema de 
Justicia de fecha 12 de noviembre de 1986 con ponencia del Magistrado Juan 
Hernández Sáenz, citada en la sentencia de constitucionalidad C-594 de 1997 




“Conforme al parágrafo del mismo artículo, la parte que hace cesar el contrato 
debe expresar en el momento de la terminación del mismo cuáles son los 
motivos concretos y exactos que tiene para tomar esa determinación, sin que 





Si fuera permisible en la carta de despido se enumerarán las causales 
genéricas que trae el código o una determinada disposición para dar por 
fenecido justamente el contrato de trabajo, tendría la parte que despidió tanta 
amplitud para hacer encajar dentro de estas causales y ya en el juicio, 
cualquier comportamiento, actitud o manifestación de la parte afectada, que 
podría equivales a justificar el despido con posterior a su realización, lo cual 
es a todas luces inadmisible”.66 
 
 
La jurisprudencia de la Sala Laboral de la H. Corte Suprema de Justicia 
igualmente ha establecido un requisito para la validez de la terminación 
unilateral y por justa causa del contrato de trabajo y es la inmediatez, considera 
que la ocurrencia de los hechos y la decisión de terminar el contrato de trabajo, 
deben ser coetáneos, pues no sería válido terminar un contrato fundamentado 
en hechos muy anteriores a la terminación. La jurisprudencia sustenta la razón 
en cuanto el paso del tiempo entre el hecho y la terminación, rompe el nexo 
causal entre el motivo alegado y la decisión de terminación.67  
 
 
Con el fin de determinar si la normatividad laboral a partir del año 1991 
contiene la garantía al trabajador al derecho al debido proceso en la 
terminación del contrato con justa causa se deberá tomar en consideración 
cuando esta terminación es la consecuencia del incumplimiento de las 
obligaciones del trabajador o cuando se trata del ejercicio de una facultad 
sancionatoria de la cual se encuentra provista el empleador.  
 
 
En el primero de los casos, constituirá la previsión del parágrafo del artículo 
62 del Código Sustantivo del Trabajo una garantía para el trabajador al debido 
proceso y en el segundo, al ser una sanción, la necesidad de agotar las 
garantías a la apertura de un procedimiento, la tipicidad y formulación de la 
justa causa, el traslado de pruebas, la contradicción de estas, la imposición de 
una sanción proporcional al hecho y la posibilidad de controvertir la decisión. 
 
 
Por ello, las razones en que se fundamenta son entre otros que la Sentencia 
C-593 de 2014 declaró exequible sin condicionamientos el artículo 115 del 
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Código Sustantivo del Trabajo, el cual como se indica, se aplica 
exclusivamente para la imposición de sanciones, entendiéndose como estas 
las suspensiones, multas, llamados de atención y en general las que 
expresamente se señalen por acuerdo de las partes, decisión del empleador o 
decisiones de laudos arbitrales. 
 
 
Así mismo, las decisiones de la H. Corte Constitucional en sede de revisión de 
tutelas, aun cuando no constituyen precedentes obligatorios, establecen que 
se garantiza el debido proceso cuando se cumple con la previsión contenida 
en el parágrafo único del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo y la 
garantía de acudir a la jurisdicción laboral, para discutir la validez del despido. 
 
 
Por la misma naturaleza implícita de algunas de las justas causas, adelantar 
el proceso se torna en una tarea imposible, como es el caso de las causales 
correspondientes a la detención preventiva del trabajador por más de treinta 
(30) días (numeral 7 del literal a del artículo 62 del  Código Sustantivo del 
Trabajo); en el reconocimiento al trabajador de la pensión de jubilación o 
invalidez cuando se encuentra al servicio de la empresa (numeral 14 del literal 
a del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo); en la enfermedad 
contagiosa o crónica del trabajador, que no tenga el carácter de profesional, 
así como cualquier otra enfermedad que lo incapacite para el trabajo, cuya 
duración no haya sido posible durante 180 días consecutivos (numeral 15 
literal a) del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo); en la separación 
de los administradores o el revisor fiscal de la entidad financiera por causa de 
la toma de posesión (artículo 22 de la Ley 550 de 1999), la separación de los 
administradores o revisor fiscal de la entidad cooperativa con ocasión de la 
toma de posesión (artículo 2 literal c) del Decreto Extraordinario 756 de 2000). 
 
 
La H. Corte Suprema de Justicia en diferentes fallos ha considerado la 
posibilidad de asimilar la terminación del contrato a una sanción disciplinaria. 
En esta sentencia se indicó:  
 
 
“En efecto, dado que la ley no consagra ningún procedimiento 
sucedáneo que permitiera aplicar las sanciones disciplinarias o 
despedir a un trabajador – cuando el despido sea la conclusión de un 
trámite convencional o reglamentario, por asimilarse la terminación del 
contrato a una sanción disciplinaria o haberse así convenido, o previsto 
en el reglamento interno de trabajo -, si se interpretara el artículo 115 
del Código Sustantivo del Trabajo en el sentido de no ser renunciable 
el derecho que tiene el trabajador a que el patrono le dé la oportunidad 
de oírlo a él y a dos representantes del sindicato al que pertenece, 
ocurriría que si el trabajador no comparece el día en el que se le cita 
 
 
para ser oído en descargos o manifiesta su intención de que no sea 
escuchados los representantes de la organización sindical a la que se 
encuentra afiliado (siendo factible que no pertenezca a un sindicato, 
pues el derecho de asociación es libre), quedaría imposibilitado el 
empleador para aplicar la sanción o terminar el contrato”.68  
 
 
En torno a este debatido tema y considerando que este es un trabajo 
académico, vale la pena compartir la postura contraria a las conclusiones 
antes indicadas. Es así como la autora Liliana María Castañeda Duque, ha 
considerado, que independiente de la causal, siempre debe agotarse un 
procedimiento previo, con el fin de garantizar el debido proceso, argumenta su 
posición indicando:  
 
 
“En este aspecto la ley laboral guardó silencio al no indicar un 
procedimiento en cuanto a términos, garantías de defensa y 
oportunidad a observar a la hora de finalizar el vínculo laboral, 
acto que debería ser reglado, al tratarse, nada más, que del 
fenecimiento contractual y, de paso, de la extinción de derechos 
laborales del trabajador.  
 
 
Ello ha alimentado la postura de que el contrato de trabajo, al 
carecer de un procedimiento reglado para su terminación, puede 
ser finalizado sin tener que garantizar debido proceso alguno al 
trabajador, al asumirse el despido como ejercicio por parte del 
empleador de una facultad consagrada en la norma que de modo 
alguno configura una sanción”.69 
 
 
Sustenta su desacuerdo con la anterior afirmación indicando:  
 
“Difiero de esta postura que tradicionalmente se ha asentado como la 
aceptada, porque asentirla es permitir el ejercicio de actos que, aunque 
revistan legalidad, pueden tornarse en arbitrario y caprichosos por parte 
del empleador, cuando en realidad nada afecta que el trabajador cuente 
con la mínima posibilidad de ejercer su derecho a la defensa ante las 
imputaciones que pueda hacerle su empleador, quien finalmente puede 
tomar la determinación unilateral de extinguir o no el vínculo. (…) No 
resulta coherente, desde el principio de proporcionalidad, que mientras 
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se rodea de garantías de defensa un acto menos lesivo, de cara a los 
derechos laborales del trabajador, como es la suspensión disciplinaria, 
no suceda lo mismo respecto de la decisión más drástica que en el 




                                                     






En el presente trabajo de grado, se ha expuesto como desde la expedición de 
la Constitución Nacional en el año de 1991, se ha desarrollado el concepto de 
derecho fundamental y como estos han permeado positivamente el derecho al 
trabajo. 
 
La terminación del contrato de trabajo por justa causa no ha sido ajena. La 
Constitución Nacional en su artículo 53 estableció el principio a la estabilidad 
del trabajador, limitando la arbitrariedad en la decisión del empleador de dar 
por terminado el contrato. 
 
A través del desarrollo llevado a cabo por la H. Corte Constitucional el derecho 
al debido proceso previsto en el artículo 29 de la Carta, se amplió el ámbito de 
aplicación del derecho al debido proceso y en especial de la garantía a la 
defensa, pues en su texto sólo tenía aplicación a los procedimientos judiciales 
y administrativos; estableciendo que el procedimiento ante los particulares, se 
requería su aplicación en forma excepcional y limitada al ejercicio del poder de 
disciplinario y en la aplicación del poder sancionador del particular o cuando 
los particulares establecen un procedimiento para la aplicación de una 
sanción. 
 
Así mismo se indicó que, en razón a la naturaleza del procedimiento, la 
consecuencia por la falta o incumplimiento ocurrido y la existencia o no de un 
procedimiento, el debido proceso tenía matiz de forma tal que, cuando se 
trataba de procedimientos en los cuales estuviera de por medio la libertad se 
aplica en forma amplia el contenido del derecho y para otros procedimientos 
se matizaría sin que ello lo desconociera. 
 
 
Como se analizó, la decisión de terminación del contrato de trabajo puede 
tener diferentes causas, algunas de ellas revisten la naturaleza de sanción, 
bien por cuanto así se señala por la ley, por cuanto así lo ha determinado la 
jurisprudencia o por cuanto las partes así lo han acordado. Así mismo, la 
terminación del contrato de trabajo puede originarse en el incumplimiento que 
las obligaciones establecidas en las leyes o acordadas entre el empleador y el 




Con el fin de dar respuesta al problema planteado, esta fue la forma en que el 
ordenamiento laboral colombiano garantizaba el debido proceso en la 
 
 
terminación del contrato con justa causa, se realizó un análisis del derecho 
constitucional al debido proceso, la terminación del contrato de trabajo y sus 
causas y como el debido proceso se aplicaba a dicha forma de terminación. 
 
 
En respuesta al problema enunciado y con fundamento en lo explicado a lo 
largo del presente trabajo, se establece que la normatividad colombiana y su 
desarrollo tanto en la jurisprudencia de la Sala Laboral de la H. Corte Suprema 
de Justicia y la H. Corte Constitucional, garantiza al trabajador el debido 
proceso en la terminación unilateral del contrato de trabajo por el empleador, 
cuando para ello se invoca una justa causa. Lo antes indicado, se sustenta en 
las razones que exponen a continuación: 
 
El Debido proceso es un derecho fundamental que, si bien se aplica a 
procedimientos particulares, su aplicación es excepcional (sentencia T-385 de 
2006) y sólo para aquellos casos en los cuales una de las partes tiene las 
prerrogativas para imponer sanciones o castigos. Este límite se ha establecido 
en las sentencias T-083 de 1998, T-433 de 1998, T-605 de 1999 entre otras 
sentencias. 
 
El Debido Proceso, requiere de elemento esencial, que es la existencia de un 
proceso o procedimiento, en consecuencia, si las partes acordaron en ejercicio 
del principio de la autonomía de la voluntad su falta de aplicación, constituirá 
una violación al debido proceso y por ello la terminación se constituye en 
ineficaz. 
 
El derecho de defensa igualmente será imperativo en su aplicación, en 
aquellos los casos en los cuales se constituya la justa causa como una forma 
de sanción. Lo anterior, por cuanto la jurisprudencia constitucional ha 
establecido que en tratándose de sanciones, se requiere aplicar las garantías 
derivadas del derecho de defensa para que la terminación tenga eficacia. 
 
En los demás casos, por no tratarse de la aplicación de un procedimiento o la 
aplicación de una sanción, se garantiza el derecho de defensa, con las 
previsiones del artículo 62 del Código Sustantivo del Trabajo, en especial del 
parágrafo único y de las pautas jurisprudenciales determinadas por la Sala 






Si bien, como se indicó, la normatividad laboral contiene normas que han sido 
interpretadas en forma favorable a la parte débil de la relación por parte de la 
H. Corte Suprema de Justicia, se hace necesario, que el Congreso al cumplir 
su obligación de expedir el Estatuto del Trabajo, establezca por vía legislativa 
en que supuestos deba aplicarse el derecho al debido proceso, en cuales la 
garantía de la defensa y cuando es suficiente dar per sé aplicación del artículo 
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